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Laburpena: Lan honen xedea ez da besterik hausnarketa bat egi-
tea baino, udaltzainen erretiroen gaineko araudi berriak beraien 
plantilletan izan dezakeen inpaktuari buruz, hain zuzen ere, bigarren 
ekintza deiturikoa. Udaltzainen koordinaziorako lege autonomiko 
ezberdinek aurreikusi dute egoera administratibo honetara igaro-
tzea adinaren arrazoiagatik, edo poliziak bere baldintza psikiko eta 
fisikoak gutxiagotuta dituzten kasuetan. Hala ere, erregulazio hauek 
oso eskasak dira eta zaharkituta gelditu dira. Horrez gain, gainjear-
tzeak, hutsune juridikoak eta interpretazio arazoak sortu dituzte; ju-
risprudentziak irtenbidea ematen ari direnak, oso era kasuistikoan. 

* Este trabajo tiene su origen en la conferencia titulada 
«La reglamentación de la segunda actividad y el impacto 
de la jubilación anticipada de los policías locales», pro-
nunciada el día 20 de febrero de 2019 en el marco del 
Seminario de Relaciones Colectivas sobre la reducción 
de la edad de jubilación de los policías locales organi-
zado por la Federación de Municipios de Cataluña.

1449/2018 Errege Dekretuaren onarpenak, abenduaren 14koak, on-
dorio garrantzitsuak izan ditzakete erakunde honetan, edukietatik 
hutsik baita uztea ere. Arazo hauei erkidegoen legedi berrienetan 
nola aurre egiten zaien aztertzen da. Aipamen berezia dute, zentsu 
honetan, eta gaineratzen duten nobedadeengatik, euskal eta valen-
tziar legediak. Hartzen diren neurriak funtzionarioko langileen esku-
bideak Udalen antolakuntza-beharrekin orekatzeko, horrek haus-
narketa bat merezi du. 
Gako-hitzak: bigarren jarduera, administrazio-egoerak, lanpos-
tuak, funtzionario-eskubideak.

Resumen: El objeto de este trabajo no es otro que realizar una 
reflexión sobre el impacto que la nueva normativa sobre jubila-
ción de los policías locales puede tener en sus plantillas y, más 
concretamente, en la llamada segunda actividad. Las distintas le-
gislaciones autonómicas sobre coordinación de las policías lo-
cales han previsto el pase a esta situación administrativa por 
razón de edad o cuando el policía tenga mermadas sus condi-
ciones psíquicas o físicas. Sin embargo, estas regulaciones son 
muy escuetas y se han quedado desfasadas, provocando sola-
pamientos, lagunas jurídicas y problemas interpretativos que es-
tán siendo solucionados por la jurisprudencia de una forma muy 
casuística. La aprobación del Real Decreto 1449/2018, de 14 de 
diciembre, puede tener importantes repercusiones en esta insti-
tución, hasta dejarla incluso vacía de contenido. Se analiza cómo 
se afrontan estos problemas en algunas de las más recientes le-
gislaciones autonómicas. De especial interés resultan, en este 
sentido y por las novedades que introducen, la legislación vasca 
y la valenciana. Las medidas que se adoptan para armonizar los 
derechos del personal funcionario con las necesidades organiza-
tivas de los Ayuntamientos bien merecen una reflexión. 
Palabras claves: segunda actividad, situaciones administrativas, 
puestos de trabajo, derechos funcionariales.

Abstract: The purpose of this work is none other than to reflect on 
the impact that the new regulations on retirement of local police 
officers may have on their staff and, more specifically, on the so-
called second activity. The different regional laws on coordination 
of local police have foreseen the move to this situation by reason 
of age or when police officers have their physical or psychological 
conditions diminished. However, these regulations are very con-
cise and have become outdated, causing overlaps, loopholes and 
interpretative problems that are being solved by jurisprudence in 
a very casuistic way. The approval of Royal Decree 1449/2018, of 
December 14, can have important repercussions in this institution, 
even leaving it devoid of content. We analyze how these problems 
are addressed in some of the most recent regional legislations. 
Of special interest are, in this sense and by the novelties that 
they introduce, Basque and Valencian legislations. The measures 
adopted to harmonize the rights of civil servants with the organiza-
tional needs of municipalities are well worthy of reflection.
Keywords: second activity, administrative situations, jobs, rights of 
civil servants.
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I.  Introducción: la segunda 
actividad de los policías 
locales y el nuevo marco 
de anticipación de su 
edad de jubilación

La segunda actividad es una institución administra-
tiva que pretende dar respuesta a una situación ex-
clusivamente personal e individualizada en la que 
puede encontrarse el policía local. Su finalidad no 
es otra que garantizar que los servicios de la Policía 
Local que prestan los Ayuntamientos se desarrollan 
sólo por funcionarios que cuentan en todo momento 
con una adecuada aptitud psicofísica que les permite 
desempeñar de forma eficiente las funciones de su 
cuerpo. 

Ello es así porque sus funciones son eminentemente 
operativas y, en ocasiones, arriesgadas y peligrosas, 
por lo que requieren para su desempeño determi-
nadas aptitudes psicofísicas en sus integrantes que, 
naturalmente, se van perdiendo con la edad o sim-
plemente porque suceden determinadas circuns-
tancias que limiten sus capacidades1. En la medida 
en que este colectivo tiene objetivamente un mayor 
grado de exposición a situaciones de riesgo y peli-
grosidad en el desempeño de sus funciones, no es 
extraño que se produzcan situaciones sobreveni-
das de falta de aptitudes psicofísicas para llevarlas a 
cabo. Siendo consciente de ello, el legislador ha in-
troducido la institución de la llamada «segunda acti-
vidad», que en cierta manera viene a contrarrestar la 
situación de desigualdad que se produciría en rela-
ción con el resto de empleados públicos en función 
de ese mayor rigor en la exigencia de condiciones 
para el acceso a estas profesiones y para el mante-
nimiento en las mismas cuando se producen dismi-

nuciones de sus aptitudes. Esta institución permite 
a estos funcionarios el pase a otras actividades, a la 
ocupación de otro puesto de trabajo, cuando vean 
sensiblemente disminuidas sus aptitudes para el nor-
mal desempeño de su función.

Esta particular naturaleza de sus funciones determina 
directamente las especialidades que se establecen 
en el régimen jurídico de este colectivo. Se llevan a 
cabo exigentes procesos selectivos en los que hay 
que acreditar una notable capacidad física, se esta-
blecen cuadros médicos de exclusiones que imposibi-
litan el acceso al cuerpo, se fijan límites de edad para 
poder incluso participar en los procedimientos de se-
lección2 y se regula una especial situación adminis-
trativa para el supuesto de que estas cualidades pue-
dan verse disminuidas o se llegue a una determinada 
edad. Esta última circunstancia se ha canalizado a tra-
vés de lo que se ha denominado el pase a la segunda 
actividad.

La segunda actividad es, pues, una institución espe-
cífica que tiene como finalidad garantizar la eficacia 
en el servicio de los policías locales en activo y su 
derecho al cargo, permitiendo la adaptación de su 
carrera profesional a los cambios que puedan pro-
ducirse por el transcurso del tiempo o por la dis-
minución sobrevenida de sus condiciones físicas o 
psíquicas. Se regula en las distintas legislaciones au-
tonómicas, normalmente a partir de los 55, 56 o 57 
años3. Sin embargo, su naturaleza jurídica no es pa-
cífica. En principio podríamos decir que está configu-
rada como una particular situación administrativa de 
la que disfruta específicamente este colectivo. Así 
lo ha considerado incluso la jurisprudencia. Sin em-
bargo, en algunas ocasiones aparece configurada, 
más que como una situación administrativa o un de-
recho del funcionario, como una obligación del poli-
cía local. Ello, como veremos después, puede tener 
importantes consecuencias jurídicas en cuanto al ré-
gimen jurídico aplicable.
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La reflexión sobre las causas que posibilitan el pase 
a la segunda actividad resulta oportuna en este mo-
mento concreto por varios motivos. En primer lugar, 
porque recientemente se ha modificado el régimen 
de jubilación de los policías locales para permitir su 
adelanto, lo que incide de lleno en una de las causas 
que posibilitan el pase a la segunda actividad como 
es la edad. En segundo lugar, y en lo referente a la 
causa relativa a la situación psicofísica del policía, por-
que se ha producido un importante cambio jurispru-
dencial que implica la imposibilidad de compatibilizar 
la segunda actividad con la declaración de incapaci-
dad permanente total del policía local. Y, en tercer lu-
gar, porque es necesario clarificar y sistematizar las 
causas que posibilitan el pase a la segunda actividad, 
en la medida en que existe una importante dispersión 
normativa en esta materia y una notable complejidad 
jurídica debido a la pluralidad de fuentes que concu-
rren en esta materia4. 

Especial relevancia va a tener en esta materia el Real 
Decreto 1449/2018, de 14 de diciembre, por el que se 
establece el coeficiente reductor de la edad de jubila-
ción en favor de los policías locales al servicio de las 
entidades que integran la Administración Local. En la 
medida en que posibilita el adelanto de su edad de 
jubilación a la edad de 59 o 60 años, puede provocar 
un solapamiento de ambas instituciones o, como todo 
parece apuntar, que la jubilación anticipada acabe 
desplazando a la segunda actividad, haciendo que 
pierda todo su sentido.

Esta norma es el resultado de un complejo proceso 
que se inició a partir del marco de actuación que es-
tablecen el art. 206.1 del Real Decreto Legislativo 
8/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba 
el texto refundido de la Ley General de la Seguri-
dad Social, en relación con el art. 12 del Real De-
creto 1698/2011, de 18 de noviembre, por el que se 
regula el régimen jurídico y el procedimiento gene-
ral para establecer coeficientes reductores y antici-
par la edad de jubilación en el sistema de la Segu-
ridad Social (TRLGSS), que prevén la posibilidad de 
que puedan establecerse coeficientes reductores de 
la edad de jubilación para determinados colectivos 
de personal. En principio, este tipo de medidas tiene 
carácter excepcional y siempre subsidiario de otras 
medidas menos gravosas para el erario público. El le-
gislador prohíbe que puedan establecerse coeficien-
tes reductores a la edad de jubilación si es posible la 
modificación de las condiciones de trabajo. Por ello, 
el procedimiento reglamentario trata de facilitar que 
los empleados se beneficien, en primer lugar, de una 
mejora de sus condiciones de trabajo y, en último tér-
mino y solo si ello no es posible, de una rebaja de 
su edad de jubilación, con el beneficio añadido de la 
consideración como cotizado del tiempo que corres-

ponda de reducción de la edad. De hecho, durante 
la tramitación del procedimiento para la elaboración 
del reglamento, el Informe de la Intervención General 
de la Seguridad Social de 13 de junio de 2017 solici-
taba expresamente que se acreditara el cumplimiento 
de los requisitos que exigen los artículos 11 y 12 del 
Real Decreto 1698/2011 en relación con los «estudios 
e informes —de los que— se deduzca la necesidad de 
aplicar coeficientes reductores o de anticipar la edad 
de jubilación, debido a la imposibilidad de modifica-
ción de las condiciones de trabajo». 

En la Memoria abreviada del análisis de impacto nor-
mativo del Proyecto de Real Decreto elaborada en ju-
nio de 2017 por el Ministerio de Empleo y Seguridad 
Social, por la Secretaría de Estado de la Seguridad 
Social, se presume ya que no existe alternativa posi-
ble a la aprobación de esta norma, una vez compro-
bado en el procedimiento previo que procede el re-
conocimiento de coeficiente reductor de la edad de 
jubilación a este colectivo. Y ello porque, una vez rea-
lizados los pertinentes estudios, se desprende que los 
requerimientos psicofísicos que se exigen al policía 
local para su ingreso en ese cuerpo de seguridad, así 
como el desarrollo de la actividad inherente al mismo, 
no pueden realizarse a partir de una determinada 
edad, cumpliéndose de esta forma los requerimientos 
exigidos en el artículo 2 b) del Real Decreto 1698/2011, 
de 18 de noviembre, para la reducción de la edad de 
acceso a la jubilación.

Por ello, el nuevo Real Decreto ha acabado configu-
rando directamente un derecho para todos los policías 
locales, con independencia de sus condiciones psico-
físicas y de la existencia misma de la institución de la 
segunda actividad. Se ha entendido que los requeri-
mientos psicofísicos que se exigen para el ingreso en 
ese cuerpo y para el desarrollo de la actividad inhe-
rente al mismo no pueden realizarse o resultan más 
gravosos a partir de una determinada edad. 

Ello nos llevaría a plantearnos la virtualidad misma 
de esta medida, su validez y la oportunidad de su 
adopción, toda vez que la situación de segunda ac-
tividad de los policías locales está pensada precisa-
mente como vía de escape y solución al problema 
que plantea el desarrollo de las funciones y tareas 
propias del cuerpo a partir ya de una determinada 
edad, cuando las condiciones psicofísicas del poli-
cía empiezan a disminuir. ¿Cómo hacer, pues, com-
patibles ambas instituciones? ¿Es razonable que se 
pueda ejercer este derecho cuando el policía ya se 
encuentra desempeñando las funciones y tareas de 
otro puesto de trabajo en virtud de su pase a se-
gunda actividad? ¿No se incumpliría el requisito de 
que no sea posible modificar las condiciones de tra-
bajo al permitir que se pueda disfrutar este derecho 
desde la segunda actividad? 
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II.  Un problema previo 
para abordar el tema: la 
dispersión y complejidad 
de sus fuentes. sus 
consecuencias

Abordar la cuestión que nos ocupa en este trabajo 
no resulta fácil dada la coexistencia de varios ordena-
mientos (el de Seguridad Social, el del régimen esta-
tutario de la función pública en general y de la función 
pública local en particular, el del régimen jurídico de la 
Administración Local y el de las Fuerzas y Cuerpos de 
Seguridad) y de que son varias las fuentes que inci-
den en su régimen jurídico.

Los cuerpos de policía local son institutos armados, 
de naturaleza civil con estructura y organización je-
rarquizada que realizan importantes y complejas fun-
ciones operativas y arriesgadas. Forman parte de los 
cuerpos de seguridad del Estado y ello tiene como 
consecuencia inmediata la aplicación de diversos pre-
ceptos de la la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, 

de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, los principios 
generales de los capítulos II y III del título I, así como 
la sección cuarta del capítulo IV del título II, con la 
adecuación que exija la dependencia de la Adminis-
tración correspondiente, las disposiciones dictadas al 
respecto por las Comunidades Autónomas, los Regla-
mentos específicos para cada cuerpo y las demás nor-
mas dictadas por los correspondientes Ayuntamientos 
(art. 52 de la ley orgánica). Se les aplica, asimismo, lo 
previsto en la Ley Orgánica 4/2010, de 20 de mayo, 
del Régimen disciplinario del Cuerpo Nacional de Po-
licía (tal y como establece su disposición final sexta). 
Su régimen se ha de adecuar siempre a las peculiari-
dades de la Administración Local y al régimen jurídico 
dispuesto en esta ley5. 

Como empleados públicos, también están sometidos 
a los preceptos del Estatuto Básico del Empleado Pú-
blico6, al mismo tiempo que se someten a las leyes 
de coordinación dictadas por las Comunidades Autó-
nomas y los reglamentos específicos sobre el cuerpo 
de los policías locales que puedan dictar las Comu-
nidades Autónomas o incluso directamente los pro-
pios Ayuntamientos. A todo ello, claro está, habría que 
añadir los Pactos y Acuerdos funcionariales, que en 
esta materia y en lo que se refiere a la determinación 
de los puestos de segunda actividad tienen un impor-
tante papel.

Las características especiales y los rasgos diferen-
ciales de la policía local en relación con el resto de 
colectivos de personal de las Administraciones loca-

les vienen establecidas por las distintas leyes auto-
nómicas de coordinación de este colectivo, que a su 
vez establecen unas bases comunes para evitar dis-
criminaciones y subjetividades en la regulación que 
se haga de ellas reglamentariamente en cada uno 
de los Ayuntamientos. El problema se plantea por-
que estas regulaciones autonómicas son muy parcas 
y se remiten directamente a los distintos reglamentos 
que se aprueben en las respectivas Ayuntamientos, 
lo que nos aboca a un régimen jurídico muy disperso 
que, además, es interpretado por la jurisprudencia de 
forma eminentemente casuística. El principio de au-
tonomía local también es fundamental en este ám-
bito, pues son los Ayuntamientos los responsables 
de prestar los servicios públicos locales de seguri-
dad con plena capacidad funcional y organizativa. Y, 
además, en esta materia están directamente afecta-
dos otros principios organizativos básicos que tienen 
que ver con las plantillas y la ordenación de los pues-
tos de trabajo por parte de los Ayuntamientos. Pese 
a estas importantes potestades autoorganizatorias 
que confluyen en esta particular materia, en la prác-
tica existe una gran similitud en las distintas regulacio-
nes que los Ayuntamientos acaban haciendo de la se-
gunda actividad (Ortiz González-Conde, 2017).

 El resultado de todo ello es un marco jurídico enor-
memente complejo y dispar, en el que inciden normas 
de distintos ordenamientos, en el que, en todo caso, 
y tal como interpretó la STS de 23 de mayo de 2008, 
«al integrarse esta normativa en la propia de las Ad-
ministraciones Locales, prevalece sobre la legislación 
general de funcionarios que sólo se aplicará supleto-
riamente», por lo que, «no es de aplicación la norma-
tiva general sobre función pública, en la que además 
no está recogido el supuesto de segunda actividad». 
Esta complejidad ha sido resaltada por la doctrina. Al-
gunos autores como PICÓ ENSEÑAT lo han calificado 
como un marco jurídico «complejo, complicado e in-
cluso caótico» (Picó Enseñat, 2014).

Son las distintas legislaciones autonómicas elabo-
radas en materia de coordinación de las policías lo-
cales existentes en su territorio las que prevén y re-
gulan los aspectos básicos de la segunda actividad. 
Todas ellas se remiten después a los reglamentos 
de desarrollo. En algunas Comunidades Autónomas 
se han elaborado Decretos que regulan los aspec-
tos más importantes de su régimen jurídico para to-
dos los policías locales de su ámbito territorial, mien-
tras que en otras muchas ha faltado este escalón 
previo y la legislación se remite directamente a la re-
gulación reglamentaria de la segunda actividad que 
se elabore en cada uno de los Ayuntamientos, lo 
que puede ocasionar situaciones de discriminación 
para los policías locales de aquellos Ayuntamientos 
que no desarrollan esta situación o no disponen de 

17 Revista Vasca de Gestion.indd   2717 Revista Vasca de Gestion.indd   27 10/12/19   08:26:3610/12/19   08:26:36



28

Josefa Cantero Martínez
A vueltas con las causas del pase a segunda actividad de los policías
locales y su nuevo régimen de jubilación anticipada

A
Z

T
E

R
LA

N
A

K
E

S
T

U
D

IO
S

Pertsonak eta Antolakunde Publikoak kudeatzeko Euskal Aldizkaria
Revista Vasca de Gestión de Personas y Organizaciones Públicas

Núm. 17 zk./2019. Págs. 24-53 or.
ISSN: 2173-6405  e-ISSN: 2531-2103

recursos para ofrecer puestos en segunda actividad. 
Como muchos de ellos no han procedido a estable-
cer dicho desarrollo ejecutivo, la aplicación de esta 
figura se ve notablemente dificultada y se crean si-
tuaciones muy dispares entre los distintos munici-
pios de una misma Comunidad Autónoma. Otras re-
gulaciones establecen incluso su propio y peculiar 
sistema de fuentes para referirse a la segunda acti-
vidad con la intención de establecer cierto margen 
mínimo de seguridad jurídica para los policías loca-
les y para los Ayuntamientos en caso de que no pro-
cedan a desarrollar reglamentariamente esta figura. 
En este sentido, por ejemplo, es destacable lo dis-
puesto en el art. 85.2 de la Ley 17/2017, de 13 de di-
ciembre, de coordinación de policías locales de la 
Comunitat Valenciana, que establece las propias 
fuentes de la segunda actividad. Esta situación se 
regirá por lo dispuesto en dicha ley y por las normas 
de carácter reglamentario que la desarrollen. Suple-
toriamente se regirá, en lo que no contradiga dichas 
normas, por lo establecido para la segunda activi-
dad del Cuerpo Nacional de Policía.

Pues bien, en este mapa jurídico tan complejo inci-
den también normas relativas a la Seguridad Social 
y que afectan, no sólo a la jubilación del policía (Real 
Decreto 1449/2018), sino también a la declaración 
del grado de incapacidad. Como veremos, las inter-
pretaciones que realiza la Jurisdicción Social acaban 
afectando también a la configuración misma de esta 
institución, a la concreción de su naturaleza jurídica 
y a la delimitación de la segunda actividad respecto 
de las distintas situaciones de incapacidad, lo cual 
añade un componente más de dificultad y enredo a 
toda esta materia.

Todas las Comunidades Autónomas regulan dos su-
puestos esenciales para el pase a la segunda acti-
vidad y sólo algunas de ellas un tercero relativo a 
la maternidad7. Los dos supuestos básicos remiten, 
o bien a la edad, o bien a un problema médico que 
suponga una disminución de la capacidad del po-
licía local para cumplir el servicio ordinario, acredi-
tado a través del correspondiente dictamen médico. 
En ambos casos se trata de circunstancias que mer-
men las capacidades de los policías locales, pero 
que no son suficientes para la jubilación por inca-
pacidad permanente, aunque les posibilita ejercer 
otras funciones dentro de la misma administración 
municipal. La ponderación de tales circunstancias 
será distinta según la causa que origine el pase a la 
situación de segunda actividad. El pase a esta situa-
ción se produce desde la situación administrativa de 
servicio activo y el policía ha de permanecer en ella 
hasta que llegue a la edad de jubilación u otra si-
tuación que no podrá ser la de servicio activo, salvo 
que el pase a la segunda actividad se haya produ-

cido como consecuencia de la pérdida de aptitudes 
psicofísicas y que las causas que la motivaron hayan 
desaparecido. 

A partir de esta escueta regulación que coincide 
prácticamente en todas las legislaciones autonómi-
cas sobre coordinación de los policías locales, los 
detalles de su régimen jurídico dependerán de la 
regulación realizada en los respectivos reglamen-
tos locales y de cómo se haya interpretado jurispru-
dencialmente para cada caso concreto, lo que nos 
aboca a un régimen muy disperso que resulta de di-
fícil sistematización y a una disparidad de derechos 
de los policías afectados según el territorio. Buen 
ejemplo de ello es lo que sucede con las retribucio-
nes o con los derechos de carrera vertical, por citar 
tan solo algunos ejemplos.

Como regla general, casi todas las legislaciones au-
tonómicas prevén que el pase a la segunda actividad 
no suponga una disminución de las retribuciones bá-
sicas y complementarias del policía, salvo las que 
se deriven del nuevo puesto de trabajo o del des-
tino específico respecto del que se viniera desempe-
ñando. Es decir, los complementos objetivos ligados 
al puesto de trabajo, tales como el complemento es-
pecífico y el de destino, pueden experimentar varia-
ción8. Ello es lógico si tenemos en cuenta que para el 
cobro del complemento específico es preciso que la 
función del puesto integre una dosis de peligrosidad 
que sea superior a la que pueda considerarse con-
natural a toda actividad laboral y que este riesgo se 
manifieste de forma regular, habitual y no de modo 
puntual o esporádico. De ello se desprende que los 
funcionarios que no efectúen este tipo de tareas no 
deben percibir dicho plus, porque de lo contrario se 
produciría una discriminación retributiva contraria a la 
norma, respecto a aquellos otros que llevan a cabo 
tareas que comportan una especial peligrosidad o 
toxicidad. No se puede atribuir por igual a todos los 
funcionarios de una entidad o de un mismo cuerpo, 
escala o categoría, sin justificación alguna, confun-
diéndolo con una retribución básica dado que este 
complemento tiende a retribuir la especial dificultad 
técnica, responsabilidad, dedicación, incompatibili-
dad exigible para desempeñar solo determinados 
puestos de trabajo, o las condiciones de peligrosi-
dad, penosidad etc. en que éste se desarrolla (STSJ 
de Cataluña de 7 de julio de 2014, Sala de lo Con-
tencioso-Administrativo, Sección 4.ª, num. 518/2014). 
A la necesidad de evitar regulaciones generalizadas 
sobre esta materia se ha referido también la STS de 
8 de junio de 2009, Sala de lo Contencioso-Adminis-
trativo, Sección7.ª, RJ 2009\6524, que ha analizado 
el Reglamento de Segunda Actividad de la Guar-
dia Urbana de Barcelona el 15 de febrero de 2002. 
Se negaba el complemento de peligrosidad por-
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que el policía en segunda actividad ya no iba a lle-
var armas. A juicio del TS, no obstante, aunque no se 
lleve armas en los puestos en segunda actividad no 
puede descartarse con carácter general que alguno 
de ellos pueda considerarse peligroso en atención a 
otras concretas circunstancias. No sería legítimo que 
el reglamento estableciera directamente una exclu-
sión de este complemento para todos los puestos de 
trabajo, máxime cuando no se ha negociado con los 
sindicatos.

Sin embargo, algunas Comunidades Autónomas han 
blindado las retribuciones para evitar que el policía 
local experimente una merma en su nómina por la 
segunda actividad. Así, el art. 90 de la Ley 17/2017, 
de 13 de diciembre, de coordinación de policías lo-
cales de la Comunitat Valenciana prevé que se 
perciban en su totalidad las retribuciones comple-
mentarias correspondientes al puesto de personal 
funcionario de Policía Local del que proceda cuando 
se ocupe un puesto de segunda actividad con des-
tino, asegurándose un mínimo del 80 por 100 de 
aquéllas cuando lo sea sin destino. En otras Comu-
nidades, por el contrario, se han establecido limi-
taciones retributivas, especialmente cuando el fun-
cionario no tiene destino. En este sentido, puede 
traerse a colación la STSJ de las Islas Baleares de 1 
de febrero de 2002, Sala de lo Contencioso-Admi-
nistrativo, Sección Única, Sentencia num. 116/2002, 
relativa a los policías locales del Ayuntamiento de 
Palma. Recuerda que tanto el complemento especí-
fico como el complemento de productividad retribu-
yen condiciones particulares del puesto de trabajo, 
sea la especial dificultad técnica, sea la dedicación 
requerida, sea la responsabilidad, sea la incompati-
bilidad, sea la peligrosidad o penosidad, sea el ren-
dimiento o sea la actividad extraordinaria o interés e 
iniciativa —artículo 23.3.b y c de la Ley 30/84—. Por 
consiguiente, quien no ocupa puesto de trabajo al-
guno, esto es, aquellos funcionarios de la Policía Lo-
cal que han pasado a situación de segunda actividad 
sin destino, han cesado en sus obligaciones como 
tales, no forman parte propiamente del Cuerpo de la 
Policía Local y no pueden ser retribuidos por los con-
ceptos complementarios antes señalados. Por tanto, 
las retribuciones del policía que pasa a la situación 
de segunda actividad sin destino se extiende —y li-
mita— a las de carácter general de la categoría que 
ostentase cuando pasó a la situación en que ahora 
se encuentra. 

Esta misma diversidad en la interpretación de los de-
rechos se aprecia en caso de la carrera vertical y la 
movilidad que, a pesar de tratarse de derechos, de-
penderá final y curiosamente de la regulación que se 
haya realizado en cada reglamento local. Ello, a mi 
juicio, resulta de dudosa compatibilidad con el princi-

pio constitucional de igualdad, así como con la con-
figuración básica que se ha realizado de estos de-
rechos y con la reserva de ley que existe en esta 
materia.

Efectivamente, en principio, podría pensarse que la 
segunda actividad impide que los funcionarios pue-
dan ser promovidos, pues la normativa autonómica 
no suele establecer ningún reconocimiento explí-
cito de estos derechos. Algunas Comunidades Autó-
nomas han establecido prohibiciones claras en este 
sentido. Así sucede, por ejemplo, con la Ley 9/2003 
de Castilla y León, cuyo art. 35.5 dispone tajante-
mente que «en la situación de segunda actividad no 
se podrá participar en procedimientos de promoción 
o movilidad en los cuerpos de la policía local». Sin 
embargo, ante el silencio del legislador autonómico, 
algunos Ayuntamientos han reconocido algunos de-
rechos relacionados con la carrera administrativa, el 
derecho a la promoción interna o a participar en los 
concursos como forma de provisión de puestos de 
trabajo. Buen ejemplo de ello lo encontramos en el 
Reglamento de Segunda Actividad de la Policía Lo-
cal de Palagrugell que, además, ha tenido el corres-
pondiente aval jurisprudencial a través de la STSJ de 
Cataluña de 1 de marzo de 2018, Sala de lo Conten-
cioso-Administrativo, Sección 4.ª, num. 128/2018, que 
ha declarado la legalidad del reglamento local que 
permitía al policía local en segunda actividad el de-
recho a ascensos y a la movilidad en la Administra-
ción local.

Ello planteaba dudas a la Generalitat porque el pase 
a esta situación se hace precisamente para ocupar 
puestos de trabajo concretos, mientras que los as-
censos, dentro del modelo funcionarial de carrera, se 
basan en la existencia de distintos cuerpos, escalas 
o categorías a las que puede desplazarse el funcio-
nario previa superación del correspondiente proceso 
selectivo y cumpliendo todos los demás requisitos 
que prevé la legislación funcionarial. De ello derivaría 
que no resultaba lógico que el policía en segunda ac-
tividad pudiera acceder a un cuerpo superior. La Sala 
acepta la legalidad del reglamento en la medida en 
que limita la participación del policía local en procesos 
selectivos de ascenso y de traslados a que «no afecte 
a su estado de salud» y a que los puestos de trabajo 
se puedan «adaptar a su discapacidad». Según la Sala, 
la norma permite que los funcionarios que están en si-
tuación de segunda actividad participen en procesos 
selectivos de ascenso y de traslado. Si un miembro 
del Cuerpo de una escala o categoría superior puede 
pasar a la segunda actividad, no se colige por qué ra-
zón el del cuerpo inferior no puede promocionarse 
siempre que la situación de segunda actividad no le 
impida realizar las funciones del puesto o éste no per-
mita su adaptación. No existe ninguna norma que im-
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pida la participación ni la promoción por lo que el Re-
glamento impugnado tampoco infringe el principio de 
jerarquía normativa. 

III.  La configuración de la 
situación administrativa 
de segunda actividad en 
nuestro ordenamiento 
jurídico. especial referencia 
a los puestos que pueden 
ser ocupados en la 
segunda actividad y a las 
potestades organizativas 
del Ayuntamiento

El análisis de la segunda actividad nos llevaría al es-
tudio pormenorizado de las diecisiete legislaciones 
autonómicas y de los reglamentos de desarrollo que 
se han dictado en los correspondientes Ayuntamien-
tos, lo que hace inabarcable esta materia. Por ello, 
voy a centrarme exclusivamente en algunas cuestio-
nes problemáticas como son la determinación de la 
naturaleza jurídica de esta institución, la ocupación 
del nuevo puesto de trabajo en la Administración 
cuando se pasa a la segunda actividad o el problema 
de armonizar las potestades autoorganizatorias del 
Ayuntamiento con los derechos y expectativas del 
policía local. 

Su naturaleza jurídica no está clara. Hemos de en-
tender que se trata de una situación administrativa 
especial, toda vez que no está expresamente pre-
vista en el artículo 85 del Real Decreto-Legislativo 
5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el 
texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Em-
pleado Público, ni en el Real Decreto 365/95, de 10 
de marzo, por el que se aprueba el Reglamento de 
situaciones administrativas de los funcionarios de la 
Administración Civil del Estado. En algunas Comuni-
dades Autónomas forma parte del servicio activo del 
policía local y se considera expresamente como una 
«modalidad de la situación administrativa de servi-
cio activo» como en Castilla-La Mancha9 [Ley 8/2002, 
de 23 de mayo y art. 107 del Decreto 110/2006, de 
17 octubre, por el que se aprueba el Reglamento de 
la Ley de Coordinación de Policías Locales de Casti-
lla-La Mancha (Bastardo Yustos, 2004) o art. 55.1.a de 
la Ley 4/2013, de 17 de julio, de coordinación de las 

policías locales de las Illes Balears]. En otras, por el 

contrario, se ha configurado como una situación ad-
ministrativa específica con entidad propia, tal como 
sucede, por ejemplo, en el art. 81 de la Ley 4/1992, 
de 17 de julio, de Policía del País Vasco, redactado 
por el número cuarenta del artículo único de Ley 
7/2019, de 27 de junio, de quinta modificación de la 
Ley de Policía del País Vasco. Su finalidad no es otra 
que la de garantizar una adecuada aptitud psicofí-
sica del policía mientras permanezca en activo, ase-
gurando la eficacia del servicio. Tal como se recoge 
en la legislación andaluza, se trata de una situación 
administrativa en la que se permanecerá hasta el 
pase a la jubilación u otra situación que no podrá ser 
la de servicio activo, salvo que el pase a la situación 
de segunda actividad se produzca como consecuen-
cia de la pérdida de aptitudes psicofísicas y que las 
causas que lo motivaron hayan desaparecido (art. 31 
de la Ley 13/2001, de 11 de diciembre, de Coordina-
ción de las Policías Locales). Conviene recordar, no 
obstante, y tal como antes hemos apuntado, que en 
algunas Comunidades Autónomas aparece configu-
rada incluso como una obligación del funcionario al 
llegar a una determinada edad.

El éxito de esta institución depende en gran medida 
de la existencia de puestos que puedan ser suscep-
tibles de ser ocupados por los policías que pasan a 
la segunda actividad. En este sentido, las posibilida-
des de movilidad y de ocupación de puestos de tra-
bajo que posibilita esta situación son amplísimas. Para 
realizar la valoración y determinar si procede o no pa-
sar a la segunda actividad, habrá de valorarse, por un 
lado, las tareas que desarrollan los Policías Locales, 
en cada una de las escalas y, por otro, las capacida-
des mínimas exigibles para el desempeño de las ta-
reas y actividades correspondientes. La situación de 
disminución de capacidad para cumplir con las funcio-
nes y tareas del servicio ordinario se acredita a través 
de un dictamen médico que ha de emitir un tribunal 
formado normalmente por varios médicos. 

Para la determinación de los puestos de trabajo que 
son susceptibles de ser ocupados en segunda acti-
vidad es necesario identificar al menos aquellas fun-
ciones que requieren una perfecta forma física fun-
damentalmente y que constituyen el núcleo duro de 
la profesión policial. Podrían incluirse aquí las funcio-
nes relacionadas directamente con el mantenimiento 
y restauración del orden y la seguridad ciudadana, 
la prevención de hechos delictivos, su investigación, 
y la persecución de los culpables, funciones que re-
quieren el uso y el manejo de armas de fuego y de-
más defensas reglamentarias, como para la con-
ducción de vehículos en condiciones normales, así 
como una elemental capacidad motriz/motora. Por el 
contrario, son susceptible de ocupación los puestos 
cuyas funciones están relacionadas con el registro y 
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archivo de documentación, traslado de documenta-
ción a diversos organismos, atención e información 
al público en oficinas, toma de denuncias, control y 
gestión de armamento y municiones, elaboración de 
informes, verificación y reposición de material de ofi-
cina, tareas propias de administrativo y de auxiliar 
administrativo, elaboración de cuadrantes, control de 
entrada y salida dependencias policía local; control 
de cámaras de video-vigilancia, recepción/transmi-
siones avisos patrullas policiales, comprobación en 
terminal informático de datos solicitados por patrulle-
ros, control emisoras y teléfonos fijos y móviles, con-
trol entradas, salidas y atención a detenidos, servicio 
tráfico, entrada y salida colegios, funciones de inten-
dencia, funciones de inspección (de ocupaciones vía 
pública, veladores, de obras y establecimientos, por 
ejemplo), etc.

Como norma general, los Policías locales pasan 
a desarrollar la segunda actividad en el mismo 
Cuerpo al que pertenecen, desempeñando otras 
funciones, de acuerdo con su categoría. Así, po-
drían pasar a desempeñar funciones de control de 
entrada en el interior de las dependencias policia-
les, actividades relativas a educación vial, control 
del mantenimiento de los vehículos y material de 
la Policía Local, funciones administrativas, de in-
tendencia (vestuario, material, etc.), de gestión de 
Recursos Humanos, funciones en los centros de 
emergencias, funciones técnicas de asesoramiento, 
gestión y apoyo de la actividad policial o relaciona-
das con la misma, etc. No obstante, no existe real-
mente ningún límite, toda vez que las leyes autonó-
micas prevén que, en el caso de que ello no fuera 
posible por falta de plazas o por motivos de incapa-
cidad propia, puedan pasar a prestar servicios com-
plementarios adecuados a su categoría en otros 
puestos de trabajo de la misma Corporación Local. 
Si el pase a la segunda actividad ha venido moti-
vado por problemas físicos o psíquicos del policía, 
la ocupación del segundo puesto deberá hacerse 
de conformidad con las limitaciones psíquicas o fí-
sicas que se hayan recogido en el correspondiente 
dictamen emitido por el tribunal médico o lo que 
haya dispuesto el informe médico si se trata de una 
mujer policía embarazada. Es más, algunas pre-
vén incluso la posibilidad de que se puedan ocupar 
puestos de trabajo en la Administración Autonómica 
si así lo prevé la correspondiente relación de pues-
tos de trabajo. En todo caso, ello sugiere la necesi-
dad de jugar adecuadamente con instrumentos de 
planificación en los que se puedan canalizar las po-
sibilidades de movilidad de estos colectivos y, en 
su caso, sus necesidades de formación. Aunque la 
normativa prevé la posibilidad de que los Ayunta-
mientos limítrofes puedan colaborar entre sí para 
prestar los servicios públicos de policía local, la mo-

vilidad del policía para la segunda actividad está 
delimitada a los puestos de trabajo de su misma 
Corporación10.

Uno de los problemas más importantes que se plan-
tean en este punto es el de determinar si realmente 
la segunda actividad ha sido configurada como un 
derecho del policía local o, por el contrario, de-
pende de las necesidades organizativas del Ayun-
tamiento. La determinación de hasta dónde llegan 
sus potestades y la discrecionalidad de la Admi-
nistración no es pacífica. Se cruzan en este punto 
derechos subjetivos del funcionario con cuestio-
nes estrictamente organizativas del Ayuntamiento. 
Encontrar un equilibrio no es fácil. La jurispruden-
cia nos ha señalado algunos apuntes. En este sen-
tido, podemos traer a colación la STS de 8 de ju-
nio de 2009, Sala de lo Contencioso-Administrativo, 
Sección7.ª, RJ 2009\6524, en la que se analiza la 
regulación del catálogo de puestos de trabajo sus-
ceptibles de segunda ocupación que se contiene 
en el Reglamento de Segunda Actividad de la Guar-
dia Urbana aprobado por el Plenario del Consejo 
Municipal del Ayuntamiento de Barcelona el 15 de 
febrero de 2002. En ella se clarificó que, como re-
gla general, el Reglamento no puede establecer la 
creación de un catálogo de puestos de trabajo au-
tónomo o separado a la Relación de Puestos de Tra-
bajo del Ayuntamiento. Solo la RPT puede constituir 
un instrumento técnico idóneo a través del cual se 
realice la ordenación de todo el personal del Ayun-
tamiento, de acuerdo con las necesidades de los 
servicios y se precisen los requisitos para el desem-
peño de cada puesto. 

Asimismo, la Sentencia vino a clarificar que el ejerci-
cio del derecho puede quedar subordinado a la con-
dición de que existan plazas vacantes en el Ayun-
tamiento. En este caso, no sólo se había previsto la 
creación de un catálogo de puestos como instru-
mento al margen y en paralelo con la RPT del Ayun-
tamiento, sino que además, se había previsto que la 
adscripción a un puesto de trabajo de segunda acti-
vidad por razón de edad se condicionara a la exis-
tencia de vacante, y siempre que no existiera prefe-
rencia de algún funcionario que pudiera acceder a la 
misma como consecuencia de un dictamen médico 
que determinara que no estaba habilitado para el 
ejercicio ordinario de la función de policía. Concluye 
el TS que el pase a la situación de segunda actividad 
no es automático, sino que además es lógico que 
pueda supeditarse, tal como disponía el reglamento 
impugnado, a la existencia de vacante previa que 
permita dicho pase. Si bien es cierto que el término 
«pasan» sugiere la automaticidad, lo cierto es que 
esto no ocurre simplemente por cumplir una deter-
minada edad, que en cualquier caso debería deter-
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minar el Reglamento municipal respectivo, ya que lo 
que hace la ley es poner un límite mínimo de edad, 
en este caso de 57 años. En consecuencia, deja un 
amplio poder discrecional a la Administración, por 
lo que no se puede hablar de automaticidad en el 
pase a la segunda actividad por cumplir 57 años. Asi-
mismo, la exigencia de vacante no es incompatible 
con dicho precepto legal. Si así lo fuera, se llegaría 
a la conclusión de que los Ayuntamientos, con inde-
pendencia de que tuvieran puestos de trabajo va-
cantes susceptibles de ser ocupados por quienes 
por razón de edad o condiciones físicas ya no pue-
den ejercer el servicio ordinario, verían aumentar las 
plantillas sin límite alguno, aun cuando no existieran 
puestos adecuados para ejercer la segunda activi-
dad o éstos estuvieran ya ocupados. Esto supondría 
que la configuración y extensión de las plantillas de 
las entidades locales vendría impuesta por el legisla-
dor autonómico, o en su caso estatal, y ciertamente, 
no siendo ello compatible con el principio de autono-
mía local que consagra nuestra Constitución.

Quiere ello decir que la utilización adecuada de la 
segunda actividad y el éxito en la aplicación de esta 
institución va a depender de un modo muy impor-
tante de las decisiones organizativas del Ayunta-
miento a la hora de diseñar sus puestos a través de 
las relaciones de puestos de trabajo y de su consig-
nación económica y presupuestaria a través de las 
plantillas. Aunque el Ayuntamiento dispone de un im-
portante margen de actuación, al afectar a la relación 
de puestos de trabajo y a las condiciones de su ejer-
cicio está condicionado por las normas estatutarias 
generales de la función pública que obligan a ne-
gociar con los sindicatos la RPT. El art. 37.2 del Real 
Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el 
que se aprueba el texto refundido de la Ley del Es-
tatuto Básico del Empleado Público (en adelante, 
TREBEP), excluye de la obligatoriedad de la negocia-
ción con carácter general las decisiones de la Admi-
nistración que afecten a sus potestades de organi-
zación. No obstante, si las consecuencias de dichas 
decisiones tienen repercusión sobre las condiciones 
de trabajo del policía local, como sucedería en este 
caso, es preceptiva la previa negociación de dichas 
condiciones con las organizaciones sindicales más 
representativas a nivel local.

En este sentido, hay algunas Comunidades Autó-
nomas, como la valenciana, que regulan esta ins-
titución con mayor flexibilidad y con buen criterio, 
prevén la posibilidad —o más bien, la necesidad— 
de que se introduzca la planificación en esta mate-
ria como un elemento esencial a la hora de hacer la 
radiografía entre «lo que tengo y lo que necesito», 
lo que permitiría crear para los policías locales un 
marco de mayor seguridad jurídica y a la vez conse-

guir el objetivo último de rejuvenecer las plantillas 
de personal sin que se vea afectada la organiza-
ción y la adecuada prestación del servicio público. 
El art. 83.4 de la Ley 17/2017, de 13 de diciembre, 
de coordinación de policías locales de la Comuni-
tat Valenciana, prevé que las corporaciones locales 
puedan acodar con los sindicatos planes de jubila-
ción anticipada, al efecto de incentivar el rejuvene-
cimiento de las plantillas y favorecer una jubilación 
digna a edades razonables, en atención a las ca-
racterísticas de la profesión. Si la organización ad-
ministrativa o la plantilla del momento no permitiera 
que el policía local acceda inmediatamente a otro 
puesto de trabajo se ha previsto otra situación ad-
ministrativa distinta. El funcionario permanecerá en 
servicio activo hasta que su adscripción a un nuevo 
puesto de trabajo sea resuelta por la corporación 
local respectiva. En estos supuestos, se deberá 
adecuar el desarrollo de sus funciones a las cir-
cunstancias que hayan motivado el pase a la situa-
ción de segunda actividad. Es decir, en estos casos 
hay una obligación para el Ayuntamiento de adap-
tar el puesto de trabajo a las concretas circunstan-
cias personales del policía. Ello puede tener una 
especial importancia en el caso que nos ocupa de 
anticipo a la edad de jubilación porque no afecta-
ría negativamente al policía toda vez que el tiempo 
en que el policía permanece en una segunda activi-
dad podría no computar a efectos del ejercicio del 
nuevo derecho. En esta Comunidad se ha previsto 
también una solución muy ventajosa en caso de 
que la segunda actividad no pueda realizarse tam-
poco en otros puestos de trabajo de la propia cor-
poración local, de igual o similar categoría y nivel 
al de procedencia. Si la situación organizativa del 
Ayuntamiento o las plantillas no permiten el ocupar 
puestos de segunda actividad, el policía permane-
cerá en la situación administrativa de expectativa 
de destino hasta su adscripción a un nuevo puesto 
de trabajo, percibiendo la totalidad de las retribu-
ciones que le correspondan en la situación de se-
gunda actividad (art. 89.3 de la Ley 17/2017, de 13 
de diciembre, de coordinación de policías locales 
de la Comunitat Valenciana).

Otras Comunidades Autónomas, como la vasca, 
también están realizando modificaciones importan-
tes para la modernización de esta institución, es-
tableciendo una regulación mucho más completa, 
flexible y avanzada en esta materia. La Ley 7/2019, 
de 27 de junio, de quinta modificación de la Ley de 
Policía del País Vasco, efectivamente, permite rea-
lizar importantes modulaciones en el desempeño 
del policía derivadas de la edad o de la insuficien-
cia sobrevenida de las capacidades precisas para 
el desempeño ordinario del conjunto de tareas pro-
pias de la función policial en consonancia con el 
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derecho a la protección de la salud del funciona-
riado. Regula el denominado «servicio activo modu-
lado por la edad», que es una interesante institución 
que permite al policía la continuación del servi-
cio activo realizando tareas apropiadas a su condi-
ción (art. 85.1). Para su puesta en funcionamiento se 
tiene en cuenta que puedan existir unidades singu-
lares en las que las modulaciones del servicio con-
templadas por razón de la edad sean incompatibles, 
por su naturaleza, con el desempeño del puesto, 
en cuyo caso el reglamento deberá contemplar la 
readscripción a otro puesto de trabajo vacante para 
el que cumpla los requisitos, en mismas condiciones 
de provisión en las que fue nombrado en el puesto 
anteriormente ocupado y con las garantías de elec-
ción y preferencia por la persona interesada que se 
establezcan. Remite a cada Ayuntamiento para que 
negocie con los sindicatos los requisitos y condicio-
nes pertinentes para el reconocimiento del servicio 
activo modulado por la edad, incluyendo la edad a 
partir de la cual cabría su reconocimiento, las modi-
ficaciones oportunas en las condiciones de presta-
ción del servicio, la posibilidad excepcional y moti-
vada de establecer limitaciones para garantizar la 
continuidad de la prestación del servicio policial. En 
todo caso, se concibe, al igual que la segunda acti-
vidad, como una solución transitoria sometida siem-
pre a autorización, toda vez que la autorización del 
servicio activo modulado por razón de la edad es-
tará condicionada al compromiso de la petición de 
jubilación voluntaria anticipada cuando se alcance 
la edad requerida para aquella de conformidad con 
el régimen de la seguridad social en su caso aplica-
ble, es decir, ahora con el Real Decreto 1449/2018, 
que la prevé a partir de los 59 años si se cumplen 
todos los requisitos de cotización que prevé. Esta 
institución permite introducir un importante grado 
de flexibilidad en esta materia, a la vez que permite 
esquivar la aplicación del régimen de segunda acti-
vidad que prevé el nuevo Real Decreto y posibilita-
ría el cómputo del tiempo para la aplicación de los 
coeficientes reductores. 

El nuevo régimen se haría depender de las limita-
ciones funcionales del policía local que determine 
el tribunal evaluador. El pase a la segunda actividad 
sólo correspondería cuando se produjera una dismi-
nución apreciable de las facultades psíquicas o físi-
cas, que determine una insuficiente capacidad de 
carácter permanente para el pleno desempeño de 
las funciones propias de su categoría, sin impedirles 
la eficaz realización de las fundamentales tareas de 
la profesión policial (art. 86). Se establece una nueva 
regulación de esta situación también por insuficien-
cia psicofísica para el desempeño ordinario del con-
junto de las tareas policiales que permite al policía 
el desempeño de puestos o funciones adaptados 

a sus capacidades reales, a diferencia de la norma-
tiva precedente que partía del presupuesto de que 
en situación de segunda actividad una persona co-
braba las retribuciones básicas a disposición de 
cuando le llamasen para ocupar un puesto o ejercer 
tareas policiales. En esta regulación el policía que 
pase a esta situación administrativa permanece tra-
bajando ya sea en su puesto anterior si es suscepti-
ble de segunda actividad, ya en otro puesto suscep-
tible de tal desempeño y, si la reubicación no fuera 
inmediata, se adapta provisionalmente su puesto a 
sus necesidades.

Además, el pase a esta situación vendría condicio-
nado al compromiso de solicitar la jubilación antici-
pada en cuanto se cumplieran los requisitos de edad 
y cotización previstos. A estos efectos, se clarifica 
también cuál es el núcleo duro de funciones que no 
podrían ser desarrolladas por el policía por exigir 
una adecuada situación física y psíquica. Se conside-
ran tareas fundamentales de la profesión policial las 
relativas al mantenimiento y restauración del orden 
y la seguridad ciudadana, la prevención de hechos 
delictivos, su investigación, y la persecución de los 
culpables; tareas cuyo eficaz desempeño exige una 
elemental capacidad tanto para el uso y el manejo 
de armas de fuego y demás defensas reglamenta-
rias, como para la conducción de vehículos en condi-
ciones normales, así como una elemental capacidad 
motriz/motora. En estos casos, se le daría preferen-
cia en la adjudicación de los puestos de trabajo que 
sean susceptibles de desempeño por personal en 
segunda actividad (nueva redacción del art. 86.1 de 
la Ley vasca11).

Se trata, en definitiva, de regulaciones mucho más 
modernas y completas, que vienen a solucionar mu-
chos de los problemas que hasta ahora ha presen-
tado la segunda actividad y que permiten armonizar 
de una forma mucho más sagaz las necesidades or-
ganizativas con los derechos del policía local.

IV.  Los supuestos 
habilitantes del pase 
a segunda actividad

La segunda actividad se configura como una situación 
administrativa del funcionario del cuerpo de policía lo-
cal que se produce, bien por razón de la edad (a par-
tir de los 55 o 57 años, como mínimo y según lo que 
hayan previsto las correspondientes legislaciones au-
tonómicas) o bien cuando un dictamen médico esta-
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blezca que tiene disminuida su capacidad para cum-
plir el servicio ordinario y, en principio, siempre que 
no procede la jubilación por incapacidad. Puede exis-
tir una razón objetiva (la edad) o bien una razón sub-
jetiva (razones médicas) que habrá de apreciarse en 
cada caso concreto. Se trata de conjugar el derecho 
al cargo, que tiene el funcionario, con la eficaz presta-
ción del servicio cuando existan razones que impidan 
el pleno desempeño de una concreta función. Algu-
nas legislaciones autonómicas, sin embargo, han pre-
visto un tercer supuesto habilitante relacionado con 
el embarazo y la lactancia, que obviamente sólo sería 
aplicable a la mujer policía y que presenta importan-
tes problemas, a mi juicio, en cuanto a su configura-
ción jurídica. 

1.  La disminución de las condiciones físicas 
o psíquicas

Es la razón o causa subjetiva del pase a esta situa-
ción. Se recoge en todas leyes autonómicas sobre 
coordinación de policías locales. O bien requiere la 
previa solicitud del interesado o bien se inicia de ofi-
cio el procedimiento para su declaración por la co-
rrespondiente corporación local. Debe tratarse de una 
«disminución apreciable de las facultades psíquicas 
o físicas, cuando la misma determine una insuficiente 
capacidad de carácter permanente para el pleno de-
sempeño de las funciones propias de su categoría, 
sin impedirles la eficaz realización de las fundamenta-
les tareas de la profesión policial», tal como concreta 
la nueva redacción del art. 86 de la Ley 4/1992, de 
17 de julio, de Policía del País Vasco, dada por la Ley 
7/2019, de 27 de junio, de quinta modificación de la 
Ley de Policía del País Vasco.

El art. 16.2 del Decreto andaluz 135/2003, establece 
como límite para el acceso a la segunda actividad que 
la incapacidad sobrevenida «no sea causa de jubila-
ción por incapacidad permanente para el ejercicio de 
sus funciones». Es decir, si la situación de incapacidad 
sobrevenida no afecta a la totalidad de las funciones 
policiales, sino solo a alguno o algunos de estos pues-
tos o funciones, la posibilidad de que puedan desem-
peñarse otros compatibles con su situación excluyen 
la declaración de jubilación por incapacidad perma-
nente, por ser un derecho que tienen reconocido es-
tos empleados públicos siempre que concurran los re-
quisitos y se cumplan las condiciones exigidas en las 
referidas normas.

En estos casos, como resulta lógico, la valoración ha 
de ser realizada a través del correspondiente dicta-
men médico. La valoración puede ser realizada por 
los servicios médicos municipales o, en caso de no 

existir estos, por facultativos designados por el mu-
nicipio o por un tribunal médico cuya composición 
y régimen viene determinado, o bien por el propio 
legislador autonómico o bien por la norma regla-
mentaria que elabore el Ayuntamiento. Algunas Co-
munidades Autónomas han regulado un cuadro de 
aptitudes que recogen las causas de disminución 
de las aptitudes físicas o psíquicas que originan el 
paso a la situación de segunda actividad. En este 
sentido, el art. 34 de la Ley andaluza 13/2001 remite 
a un Decreto del Consejo de Gobierno de la Junta 
de Andalucía12.

Todas las legislaciones autonómicas han regulado 
cómo y quién debe efectuar el dictamen médico, se-
parándolo de los dictámenes de evaluación de in-
capacidades que realiza el INSS. Sin embargo, su 
deslinde no está exento de problemas. La STSJ de 
Cataluña de 1 de marzo de 2018, Sala de lo Conten-
cioso-Administrativo, Sección4.ª, num. 128/2018, ha 
declarado la ilegalidad del Reglamento de Segunda 
Actividad de la Policía Local de Palagrugell, en la me-
dida en que había previsto una regulación del dicta-
men médico que no coincidía con la realizada por la 
correspondiente legislación autonómica. El art. 44 de 
la Ley 16/1991, de 10 de julio, de las Policías Locales 
en Cataluña establece que será un tribunal médico el 
que debe emitir el dictamen médico a que se refiere 
el artículo 43.1 para valorar si el funcionario tiene dis-
minuida su capacidad para cumplir el servicio ordina-
rio y ha de pasar a la situación de segunda actividad 
(de acuerdo con lo dispuesto en el respectivo regla-
mento municipal). Por el contrario, el reglamento había 
previsto la posibilidad de que dicho dictamen se pu-
diera sustituir o convalidar por un informe del Servicio 
de Riesgos Laborales a la vista de los informes reali-
zados por los facultativos del Servicio Catalán de Sa-
lud, de las Mutuas de Accidentes Laborales o por re-
soluciones de incapacidades permanentes, de modo 
tal que, solo en caso de duda o falta de motivos se 
convocaría dicho tribunal. Se estima el recurso plan-
teado por la Generalitat al entender que infringe la re-
gulación legal. 

En un sentido similar se ha pronunciado también la 
STSJ de las Islas Canarias de 3 de marzo de 2006, 
Sala de lo Contencioso-Administrativo, num. 199/2006, 
que anuló el Reglamento de la Segunda Actividad de 
la Policía Local de Las Palmas de Gran Canaria de 
2002 porque el dictamen médico, en vez de atribuirse 
a un tribunal conformado por tres especialistas como 
preveía la ley autonómica, se atribuía directamente a 
los servicios médicos municipales, contraviniendo así 
lo dispuesto en la ley autonómica.

Uno de los principales problemas que plantea este 
supuesto es el de su reingreso a la actividad ordinaria 
y el de cómo hacerlo compatible o, en su caso, des-
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lindarlo de la declaración de incapacidad permanente 
efectuada por el Instituto Nacional de la Seguridad 
Social (en adelante, INS). 

A)  Los problemas para delimitar 
esta institución de la declaración 
de incapacidad permanente total

La pérdida de aptitudes psicofísicas exigidas para el 
desempeño de la función policial, como causa deter-
minante del pase a la situación de segunda actividad 
es enormemente compleja, especialmente cuando se 
produce alguna situación sobrevenida que motiva la 
declaración de incapacidad del policía local. Si ya de 
por sí la determinación de las fuentes del régimen ju-
rídico del policía local son complejas, cuando se trata 
de incapacidades el régimen se complica todavía más 
porque confluye aquí la legislación relativa al régimen 
jurídico de los empleados públicos (tanto básica —ge-
neral, autonómica y local— como la específica de apli-
cación a los cuerpos de policía) con la del régimen 
prestacional de la Seguridad Social, así como con la 
normativa singular referenciada de aplicación a las 
personas con discapacidad, y la general de procedi-
miento y régimen jurídico administrativo, además de 
las especialidades contempladas en estas materias 
en el ámbito autonómico y local.

Especialmente problemáticas son estas situaciones en 
las que la pérdida de condiciones físicas o psíquicas 
conlleva la declaración de incapacidad permanente 
total del policía13. En estos casos, la cuestión esen-
cial se centra en determinar las consecuencias sobre 
el servicio público de la disminución de aptitudes por 
parte del policía14. Establecer el límite entre el pase a 
la segunda actividad y la declaración de jubilación por 
incapacidad permanente no es fácil, máxime cuando 
en muchos Ayuntamientos se prevé la segunda ac-
tividad para cualquier disminución de aptitudes ante 
cualquier enfermedad, síndrome o proceso patológico 
físico o psíquico, que incapacite al funcionario para el 
normal desempeño de las funciones de su puesto de 
trabajo y siempre que la intensidad de la referida dis-
minución no sea causa de jubilación por incapacidad 
permanente.

En principio, parece que la situación de segunda ac-
tividad se establece para los casos en los que el 
miembro del Cuerpo de Policía Local tenga dismi-
nuida su capacidad, pero no impedida. La jurispru-
dencia en este punto es enormemente casuística15. 
Ello hace que sean sumamente problemáticos y ge-
neren gran litigiosidad aquellos supuestos en los 
que el policía local ha sido declarado mediante re-
solución del Instituto Nacional de la Seguridad Social 
(INSS) como incapaz permanente total y se ha dis-
puesto su jubilación. Este problema se analiza, por 

ejemplo, en la STSJ de Madrid de 20 de noviembre 
de 2013, Sala de lo Contencioso-Administrativo, sen-
tencia num. 828/2013, que finalmente revoca la sen-
tencia de instancia que había dado la razón al policía. 
El recurso se interpuso contra el Decreto del Alcalde 
del Ayuntamiento de Valdemoro que declaró la jubi-
lación del policía local, con efectos de 1 de agosto 
de 2008, como consecuencia de la declaración de 
incapacidad permanente total declarada por el Insti-
tuto Nacional de la Seguridad Social con fecha 10 de 
julio de 2008.

La sentencia de instancia, que es objeto de apelación, 
había estimado parcialmente el recurso del policía or-
denando al Tribunal Médico que volviera a resolver 
nuevamente basándose exclusivamente en atención 
al carácter apto o no apto del demandante para el de-
sempeño de cualquier puesto de trabajo catalogado 
en la RPT del Municipio, preferentemente en la pro-
pia Policía Local o, en su defecto, en cualquier des-
tino de la propia Corporación, adecuado a su catego-
ría. Se habría realizado un dictamen incompleto del 
tribunal médico, estimando que la misión de éste era 
la de determinar si el actor no podía realizar ninguna 
o las fundamentales tareas propias y ordinarias de po-
licía local, podía realizar todas o las fundamentales ta-
reas de otro puesto de trabajo de la corporación local, 
declarándolo apto o no apto para ello; y que el hecho 
de que el Ayuntamiento no tuviera definido un listado 
de puestos de trabajo reservados para el desempeño 
de funcionarios en situación de segunda actividad, no 
constituye justificación suficiente para que el tribunal 
médico se abstuviera de resolver dado que su deci-
sión no puede basarse en criterios organizativos o de 
necesidad de la plantilla municipal sino en criterios 
médicos.

Concluye finalmente la sentencia estimando el re-
curso del Ayuntamiento al entender que la situación 
de segunda actividad está prevista para aquellos 
casos en los que existe y se constata una disminu-
ción de la capacidad del funcionario afectado para 
cumplir el servicio ordinario, pero no para aquellos 
otros casos en los que exista algo más de una dismi-
nución de la capacidad lo que, en todo caso, exige 
la necesaria prueba, que en este caso no se había 
producido, toda vez que no se ha acreditado que la 
situación en la que se encuentra el actor sea de dis-
minución de su capacidad si tenemos en cuenta que 
ha sido declarada su situación de incapacidad per-
manente total.

Desde el ámbito de la Jurisdicción Social también 
se aportan otras visiones en cuanto a la valoración 
de la disminución física y la incapacidad (López In-
sua, 2018)16. A ello se refiere, por ejemplo, la STSJ de 
Andalucía de 2 de noviembre de 2017, Málaga (Sala 
de lo Social, Sección1.ª), Sentencia num. 1791/2017. 
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En este caso se trataba de un policía local que ha-
bía sufrido un accidente laboral, había sido decla-
rado en situación de incapacidad permanente total, 
pero llevaba tres años prestando sus servicios en 
otro puesto, en la situación de segunda actividad. Su 
patología le impedía saltar o correr en terreno irregu-
lar, pero había pasado a situación administrativa de 
segunda actividad, realizando funciones administra-
tivas que abarcaban, entre otras, actividades control 
de entrada a dependencias policiales, educación vial, 
mantenimiento vehículos y material, administrativas, 
intendencia, RRHH, adscripción a protección civil, 
centro de emergencias y asesoramiento y apoyo. La 
valoración médica realizada había concluido que las 
lesiones que padecía eran limitantes para las tareas 
propias de un policía, pero que no presentaba limi-
taciones funcionales incapacitantes para la segunda 
actividad. 

En esta sentencia, se aprovecha para recopilar la ju-
risprudencia del Tribunal Supremo sobre la determi-
nación de las funciones a tener en cuenta cuando el 
trabajador pasa a prestar servicios con la misma ca-
tegoría profesional, en una segunda actividad (sen-
tencias de la Sala de lo Social del Tribunal Supremo 
de 10 de octubre de 2011, de 3 de mayo, de 2 de ju-
lio y 2 de noviembre de 2012, entre otras). En ellas se 
ha considerado que «la profesión habitual no se de-
fine en función del concreto puesto de trabajo que 
se desempeñaba, ni en atención a la delimitación for-
mal del grupo profesional, sino en atención al ámbito 
de funciones a las que se refiere el tipo de trabajo 
que se realiza o puede realizarse dentro de la movi-
lidad funcional. Este criterio profesional no significa 
que las decisiones en materia de calificación de la 
incapacidad deban depender de las que, en función 
del estado del trabajador, puedan haberse adop-
tado en la relación de empleo: el sistema de califica-
ción es independiente de las incidencias que puedan 
producirse en esa relación. A efectos de la califica-
ción de la incapacidad permanente han de tenerse 
en cuenta todas las funciones que integran objetiva-
mente la profesión17. La jurisprudencia de la Sala de 
lo Social del TS ha resuelto estas cuestiones recu-
rriendo, «tanto a la referida doctrina acerca de la va-
loración de todas las actividades que integran la fun-
ción y no sólo las inherentes a la segunda actividad, 
cuanto que la calificación de las incapacidades es in-
dependiente de las vicisitudes en el empleo, como 
—finalmente— que el ámbito de la profesión que hay 
que tener en cuenta para establecer la valoración de 
la IP no puede ser la segunda actividad sino la activi-
dad normal que se realizaba con anterioridad al re-
conocimiento inicial de la incapacidad; aparte de que 
—como es lógico— sólo cabe revisar la IP por mejoría 
si media variación en la patología determinante del 

reconocimiento inicial de aquélla» (STS de 26 de abril 
de 2017, Sala de lo Social, num. 356/2017).

En la STSJ de Cataluña de 21 de mayo de 2003, 
Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 5.ª, 
num. 485/2003, se analiza el caso de un policía local 
del Ayuntamiento de Masnou que había sufrido un in-
farto mientras prestaba su servicio y había tenido im-
portantes secuelas. Solicitó su adscripción provisional 
a los servicios administrativos de la Biblioteca Munici-
pal y le fue concedido. Posteriormente, el INSS, a tra-
vés de la mutua, puso en conocimiento del Ayunta-
miento la declaración de incapacidad permanente en 
el grado de total para que el Ayuntamiento pudiera 
formalizar la variación del puesto de trabajo o la baja 
del policía mediante su jubilación forzosa. Finalmente 
acordó su jubilación forzosa. La impugnación del po-
licía fue desestimada al aplicarle lo dispuesto en los 
artículos 1.2 y 3.2 de la Ley 53/1984, de 26 de diciem-
bre, sobre incompatibilidad del personal al servicio 
de las Administraciones Públicas, en conexión con lo 
establecido en el artículo 332.1 del Decreto 214/1990, 
de 30 de julio, por el que se aprueba el Reglamento 
del personal al servicio de las Entidades locales18, 
que establecen la incompatibilidad entre la pensión 
por jubilación o retiro, por derechos pasivos recono-
cidos por cualquier régimen de la Seguridad Social, 
con el ejercicio de un puesto de trabajo, y demás 
normas concordantes. Tampoco acepta su preten-
sión de dejar en suspenso la percepción de su pen-
sión por incapacidad permanente en grado de total 
por ocupar otro puesto en segunda actividad. Ello, a 
juicio de la Sala «vendría previamente condicionado 
por la existencia de dicho puesto de trabajo y por el 
cumplimiento de los requisitos de acceso al mismo 
a través del procedimiento legal, no siendo condi-
ción suficiente la sola pretensión o deseo del funcio-
nario afectado de acceder a otro puesto de trabajo 
compatible con sus limitaciones físicas y convirtiendo 
su sola pretensión unilateral en una obligación por 
parte del Ayuntamiento de Masnou». En este caso, 
nos encontramos con que el ejercicio de un derecho 
del funcionario se ve limitado por una cuestión estric-
tamente organizativa.

Otras sentencias han reconocido el derecho del fun-
cionario, si no al pase a la segunda actividad, al con-
siderarlo incompatible con ésta, el derecho a ser re-
colocado en otro puesto de trabajo si lo permite la 
organización y si así se ha previsto en la correspon-
diente negociación colectiva. Esta es, por ejemplo, la 
solución apuntada por la STSJ de Cataluña de 12 de 
septiembre de 2013, Sala de lo Contencioso-Adminis-
trativo, Sección 4.ª, num. 913/2013, que ha aplicado lo 
dispuesto en el Acuerdo de las Condiciones de Tra-
bajo del Personal Funcionario 2008-2012 del Ajunta-
ment de Sant Boi de LLobregat, según el cual «... en 
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caso que un funcionario pasara a la situación de in-
capacidad permanente total, se le reconocerá el de-
recho a optar entre la jubilación por incapacidad o 
la continuación en la prestación del servicio en otro 
puesto de trabajo del mismo o inferior nivel o grupo 
profesional, siempre que exista esta posibilidad en 
la organización y cuando nuevo puesto sea compa-
tible con su nueva situación...». Por ello, concluye 
que, si bien la actora no tiene derecho al pase a la 
segunda actividad en el cuerpo de Policía Local, sin 
embargo, en virtud de lo dispuesto en el precitado 
del Acuerdo, tiene derecho siempre que exista esta 
posibilidad en la organización, a ser recolocada y se-
guir prestando su servicio en otro puesto de trabajo 
del propio Ayuntamiento del mismo o inferior nivel o 
grupo profesional.

En fin, a falta de un régimen jurídico más completo 
y avanzado de la segunda actividad, la jurispruden-
cia está colmando las lagunas aplicando soluciones 
enormemente casuísticas. En todo caso, parece evi-
dente que hay que deslindar la segunda actividad de 
la situación de incapacidad permanente total para el 
desarrollo de las funciones propias del cuerpo. Si las 
concretas circunstancias del policía local son valo-
radas como un supuesto de incapacidad permanente, 
las consecuencias deben ser las establecidas en el 
art. 67.1.c del TREBEB, esto es, la declaración de ju-
bilación con la consiguiente pérdida de su condición 
funcionarial. Todo ello, claro está, sin perjuicio de que 
el policía pueda solicitar la rehabilitación en su condi-
ción de funcionario y el Ayuntamiento esté obligado 
a reconocérsela una vez desaparecida la causa obje-
tiva que motivó su incapacidad (art. 68 del TREBEP).

B)  Incapacidad permanente absoluta, gran 
invalidez y segunda actividad

Aunque ya hemos visto los problemas que plantea 
trazar las fronteras entre la segunda actividad y la de-
claración de incapacidad permanente total para el 
ejercicio de la profesión habitual, la incapacidad per-
manente absoluta tampoco ha estado exenta de di-
ficultades. En principio, y tal como señala TRAYTER 
JIMÉNEZ, se debe excluir del concepto de segunda 
actividad aquella situación de incapacidad perma-
nente absoluta para todo trabajo o gran invalidez, en-
tendidas como aquellas que inhabilitan por completo 
al trabajador para cualquier profesión u oficio, o las 
que determinan que, por las pérdidas anatómicas o 
funcionales, necesite de la asistencia de otra persona 
para los actos más esenciales de la vida, tales como 
vestirse o desplazarse (así, art. 194.5 y 6 del Real De-
creto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, por el que 
se aprueba el Texto Refundido de la Ley General de 
la Seguridad Social). 

Interesante es el supuesto que resuelve la STSJ de 
Cataluña de 1 de marzo de 2018, Sala de lo Conten-
cioso-Administrativo, Sección 4.ª, num. 128/2018, ante 
la impugnación por parte de la Generalitat de Cata-
lunya del Reglamento de Segunda Actividad de la 
Policía Local de Palagrugell, aprobado por el Pleno 
municipal, el 26 de julio de 2016. Entre otros muchos 
aspectos, se impugna la posibilidad que había pre-
visto el reglamento de extender la segunda actividad 
al funcionario que se encuentre en situación de inca-
pacidad permanente absoluta y/o gran invalidez. 

La Generalitat entiende que la segunda actividad 
únicamente está prevista, por ley, para los supues-
tos de incapacidad permanente para la profesión ha-
bitual, ya sea de carácter total o parcial (art. 194.1.a) y 
b) del TRLGSS, vigente de acuerdo con la DT 26 del 
RDL 8/2015, pero no para las situaciones de incapa-
cidad permanente absoluta para todo trabajo o gran 
invalidez ( art. 194.1, c) y d) del TRLGSS). Y ello por-
que estas últimas se configuran legalmente como las 
situaciones que inhabilitan por completo al trabaja-
dor para cualquier profesión u oficio o las que deter-
minan que, por las pérdidas anatómicas o funciona-
les, necesiten la asistencia de tercera persona para 
los actos más esenciales de la vida (como vestirse 
o desplazarse). Del mismo modo, tampoco se inclu-
yen las situaciones de incapacidad temporal (art. 169 
y s.s. del TRGSS) ni la jubilación, tanto en su moda-
lidad contributiva como no contributiva (art. 204 del 
TRGSS). A su juicio, ello supondría una infracción de 
la ley 16/1991, que no prevé la situación de segunda 
actividad para los casos de incapacidad permanente 
absoluta y gran invalidez. La segunda actividad, 
como situación específica de los cuerpos policiales, 
solo estaría prevista en los casos en que un funcio-
nario esté imposibilitado para desempeñar las tareas 
propias de su Cuerpo con el límite de que no com-
porte una imposibilidad física o una disminución de 
las facultades que le incapaciten permanentemente 
para el cumplimiento de sus funciones porque, en 
estos casos, lo que procede es tramitar el corres-
pondiente expediente de incapacitación permanente 
o, si procede, el de jubilación forzosa (STSJ de Gali-
cia n.º 96/2013, de 6 de febrero).

El Ayuntamiento, por el contrario, entiende que las 
causas que posibilitan el pase a la segunda actividad 
no pueden ser las mismas que las que se aplicarían a 
cualquier empleado beneficiario de la Seguridad So-
cial, dado que las exigencias de la función pública es-
tán por encima de las normas para todos los emplea-
dos/beneficiarios. Si no se prevé la segunda actividad 
para todos los empleados públicos, tampoco ha de 
ser el mismo el régimen jurídico para los funcionarios 
de policía respecto a la norma general contenida en 
el régimen jurídico de la Seguridad Social, pues éste 
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está pensado para cualquier beneficiario mientras 
que la segunda actividad tiene como causa el plus de 
exigencia y se configura como una regulación espe-
cífica. Por ello, la normativa de la segunda actividad 
debe ser diferente a la norma general de la Seguri-
dad Social de modo que se puede concluir que una 
persona perfectamente apta para el desempeño de 
su actividad laboral, de acuerdo con la norma de la 
Seguridad Social, pueda convertirse en una disminu-
ción significativa en el ámbito policial. En consecuen-
cia, es perfectamente adecuado configurar unos cri-
terios y establecer una evaluación específica para el 
paso a la segunda actividad, al margen o como re-
fuerzo de aquello previsto en la norma de la Seguri-
dad Social. Y en este sentido, es significativo que el 
art. 44 de la Ley se aparta de la normativa de la Segu-
ridad Social y prevé un Tribunal ad hoc para emitir el 
dictamen médico y unos criterios de evaluación espe-
cíficos para el pase a la segunda actividad (indepen-
dientes de la norma de la Seguridad Social tanto por 
lo que se refiere a las diminuciones como a su carác-
ter permanente).

En esta sentencia se clarifican las relaciones entre 
la legislación sectorial sobre la segunda actividad y 
la declaración de incapacidad permanente por parte 
de la Seguridad Social, considerando que 

«la incapacidad permanente absoluta declarada por el 
INSS constituye un presupuesto jurídico para que el 
funcionario perciba las prestaciones contributivas a las 
que tiene derecho. No obstante, dicha resolución no 
permite que se declare de forma automática la jubila-
ción forzosa del funcionario que padece esta incapaci-
dad. En el caso de los funcionarios sujetos al régimen 
general de la Seguridad Social, esta declaración ha de 
hacerla el órgano competente de la Administración a 
la que pertenece, previa tramitación del expediente 
correspondiente. Este expediente ha de resolverse 
“de acuerdo con la legislación en vigor”, es decir, pre-
via determinación de la normativa legal o convencio-
nal aplicable al caso y con los efectos jurídicos previs-
tos en la misma.

En consecuencia, al dejar la ley su desarrollo al regla-
mento sin establecer límites hemos de entender que 
tal regulación se integra en todo un régimen norma-
tivo por lo que no se produce una infracción del prin-
cipio de jerarquía normativa. En consecuencia, esta 
impugnación ha de ser desestimada».

C)  La nueva línea jurisprudencial: 
incompatibilidad entre la segunda actividad y 
la pensión por incapacidad permanente total

Esta materia resulta especialmente compleja y proble-
mática19. En este punto habría que tener en cuenta el 
cambio jurisprudencial que en esta materia se ha pro-
ducido a raíz de la STS de 26 de abril de 2017, Sala 
de lo Social, num. 356/2017, dictada en casación para 

la unificación de doctrina, y que ha establecido la in-
compatibilidad entre la percepción de la pensión de 
IPT y el salario de segunda actividad. En este caso se 
trataba de una policía local de Benidorm que había 
sido declarada en situación de IPT, con efectos eco-
nómicos desde el momento en que se diera de baja 
en el Ayuntamiento. La sentencia de instancia excluye 
que sea precisa la baja como empleada del Ayunta-
miento, bastando para ello con que se produjera su 
cese como Policía municipal; con lo cual viene a sos-
tenerse la incompatibilidad de la prestación econó-
mica reconocida con el ejercicio remunerado de la se-
gunda actividad. Frente a dicha sentencia se interpuso 
el recurso de casación solicitando que se le recono-
ciera el derecho a percibir la prestación reconocida 
sin que fuera necesaria su baja en el Ayuntamiento en 
su situación de segunda actividad. Finalmente, la Sala 
desestima el recurso y considera que, efectivamente, 
el inicio de la pensión por IPT que le había sido reco-
nocida no puede tener otra fecha de efectos econó-
micos sino la del cese en funciones de policía local, 
aunque esté en segunda actividad.

Según aclara la Sala, en este recurso lo que se de-
bate es «si la percepción de la prestación ... es com-
patible con el desarrollo de una segunda actividad», 
de manera que tanto en uno como en otro procedi-
miento está involucrada una misma y compleja cues-
tión, relativa a la incidencia de la «segunda activi-
dad» —propia de algunas profesiones, como policías 
y bomberos— en la declaración de IPT y en el percibo 
de la correspondiente prestación. Se analiza, pues, la 
fecha de efectos que ha de atribuirse a la IPT decla-
rada cuando la beneficiaria, policía municipal, continúa 
prestando servicios en la «segunda actividad». 

Recuerda el TS que existe una incontestable incompa-
tibilidad entre la declaración de IPT y el desarrollo de 
la misma profesión habitual, toda vez que este tipo de 
pensión tiene una función de sustitución de las rentas 
salariales que ya no se pueden obtener en el ejercicio 
de la profesión habitual. En sentido contrario, es com-
patible con el ejercicio de una actividad distinta de la 
habitual para la que el funcionario sí tenga habilidad 
o capacidad física. En un principio ha admitido en sus 
sentencias que la profesión habitual no es identifica-
ble con el «grupo profesional» (STS de 28 de febrero 
de 2005) pero que tampoco lo es con el «puesto de 
trabajo» o «categoría profesional». Ahora bien, en la 
sentencia de 2017 revisa esta limitación a la luz de la 
nueva redacción del art. 194.2 del TRLGSS de 2015, 
que se refiere a «...la profesión que ejercía el intere-
sado o del grupo profesional, en que aquella estaba 
encuadrada, antes de producirse el hecho causante 
de la incapacidad permanente». 

A partir de ahí, la Sala realiza un análisis de la con-
sideración profesional que haya de merecer la «se-
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gunda actividad», o lo que es igual, si el ejercicio de 
tales funciones integra la profesión de «policía local». 
Tras el análisis de las distintas regulaciones auto-
nómicas que se han realizado de esta materia y en-
tre las que no se aprecian diferencias significativas, 
aunque la segunda actividad se considere como una 
«nueva» situación administrativa o una situación «es-
pecial», lo cierto y verdad es que la misma se halla 
integrada en el servicio activo del Cuerpo de la Poli-
cía local, no sólo porque se mantiene el mismo régi-
men económico y disciplinario, e incluso pueden ser 
obligados a realizar cometidos de la primera activi-
dad, sino más específicamente porque la misma no 
está expresamente prevista en el art. 85 del TREBEP. 
A diferencia de lo que ocurre con todas estas situa-
ciones, que ofrecen sustantividad propia y tienen 
unos determinados efectos en la relación de servi-
cio, la «segunda actividad» únicamente se diferencia 
del ordinario servicio activo de Policía local en las es-
pecíficas funciones a desempeñar, de menor exigen-
cia psico-física20. 

Esta especial naturaleza jurídica de la segunda acti-
vidad tendría importantes consecuencias prácticas 
a estos efectos, toda vez que el policía local que ha 
pasado a la segunda actividad sigue manteniendo 
idéntica cualidad profesional de policía, aunque li-
mite sus funciones a las menos gravosas de entre to-
das las que le correspondan a su categoría, y a la par 
mantiene sus correlativos ingresos como policía local 
en activo (Álvarez Moreno, 2016). Al ser ello así, «ha-
brá que entender que persiste en el ejercicio de la 
misma profesión y que el mantenimiento de su retri-
bución es incompatible —por definición y en la legis-
lación aplicable a la fecha del hecho causante— con 
una pensión de IPT que tiene naturaleza de renta 
sustitutoria de salarios dejados de percibir. Conclu-
sión diversa no sólo desconocería el significado fina-
lista de la protección por IP, sino que esa situación 
de compatibilidad pensión/salario parecería esca-
samente justificable tanto frente a otros compañeros 
en la misma situación de segunda actividad, pero 
generada por el cumplimiento de la edad, como res-
pecto de los que se encuentren la primera actividad 
y mantienen el trabajo más exigente de la profesión. 
Con lo que entramos en el ámbito del argumento 
apagógico —ad absurdum—, conforme al cual en los 
supuestos de duda interpretativa la opción correcta 
es decantarse por el sentido que satisfaga la finali-
dad que la norma persigue, excluyendo siempre la 
que conduzca a un resultado absurdo o contrario 
a aquélla». La lógica más elemental se opone a que 
pueda percibir pensión por incapacidad para ser po-
licía local quien mantiene esa condición profesional, 
realiza los cometidos propios de ella —en primera o 
segunda actividad— y por tal actividad recibe la co-
rrespondiente retribución.

Con independencia de las dudas que pudiera causar 
la nueva redacción del TRLGSS de 2015, ha de tra-
tarse de una coincidencia o diversidad de «funciones» 
entre profesiones diversas, y no en la misma (Galán 
Durán, 2016) . Además, la expresión «...funciones... que 
dieron lugar» a la IPT ha de entenderse referida a las 
funciones conjuntas de la profesión y no a las espe-
cíficas obstadas por la patología, tal como la Sala ha 
venido entendiendo que procede hacer al calificar la 
posible IP en las profesiones con «segunda actividad». 
Una interpretación contraria supondría privilegiar a los 
colectivos de funcionarios que tienen regulada la se-
gunda actividad.

D)  El reingreso al servicio activo. ¿existe un 
camino de ida y vuelta entre la incapacidad 
permanente total y el pase a la segunda 
actividad?

Dado que el supuesto habilitante del pase a esta si-
tuación es el estado de salud del policía local, es pre-
visible que si se produce una mejoría éste pueda vol-
ver al servicio activo21. Sin embargo, no son muchas 
las legislaciones que prevén expresamente esta po-
sibilidad. Las que así lo han hecho, han regulado los 
aspectos básicos de este procedimiento. En este sen-
tido, puede traerse a colación el art. 88 de la legisla-
ción valenciana de 2017, que prevé la declaración de 
apto o no apto del policía local una vez que el tribunal 
médico ha realizado las valoraciones oportunas so-
bre su estado de salud. Este tribunal médico también 
puede disponer, en su caso, el reingreso del policía a 
la actividad ordinaria si se produce su total recupera-
ción. En este caso se ha regulado la legitimidad para 
la iniciación del procedimiento, que podrá ser solici-
tado, o bien por el propio policía o bien por el Alcalde 
con el informe de la persona titular de la jefatura del 
cuerpo. 

También la legislación andaluza prevé que pueda 
acordarse de oficio o a instancia del interesado el 
reingreso en el servicio activo, en el caso de que ha-
yan desaparecido las causas que motivaron la dis-
minución de aptitudes físicas o psíquicas, previo dic-
tamen médico. Si el pase a la segunda actividad es 
motivado por accidente laboral o enfermedad profe-
sional, el funcionario percibirá el 100 por 100 de sus 
retribuciones (art. 33.4 de la Ley andaluza). Más pro-
blemas plantea el intento de pasar desde una situa-
ción previa de declaración de incapacidad directa-
mente a la segunda actividad, tal como veremos en el 
siguiente epígrafe.

En relación con ello, otra de las cuestiones problemá-
ticas que actualmente presenta la segunda actividad 
es la de determinar si existe el derecho del policía lo-
cal a pasar a esta situación cuando previamente ha 
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sido declarado en situación de incapacidad perma-
nente, toda vez que al final casi todo dependerá en 
última instancia de la regulación que se haya realizado 
en cada Ayuntamiento y de la sensibilidad del Ayunta-
miento frente a este tipo de situaciones, que son es-
pecialmente gravosas para el policía afectado22. El 
problema no es baladí para el policía local que ha su-
frido una merma de sus capacidades psíquicas o fí-
sicas, toda vez que el derecho a una pensión de IPT 
supone una sensible merma de sus rentas salariales, 
aproximadamente el 55% de la base reguladora de 
cálculo de la pensión.

En este ámbito ha incidido directamente la Conven-
ción de la ONU sobre los Derechos de las Personas 
con una Discapacidad, publicada en el Boletín Oficial 
del Estado el 21 de abril de 2008, así como la Direc-
tiva 2000/78 / CE, de 27 de noviembre de 2000, re-
lativa al establecimiento de un marco general para la 
igualdad de trato en el trabajo y el empleo, dentro del 
Tratado de la Unión Europea, así como el resto de las 
normas en relación a los derechos de las personas 
con discapacidad23. Ello ya ha supuesto importantes 
modificaciones en el ámbito funcionarial. La nueva re-
dacción del art. 59 del TREBEP obliga a la Administra-
ción, no sólo a reservar un cupo a las personas inca-
pacitadas en los términos previstos en el Real Decreto 
Legislativo 1/2013, de 29 de noviembre, por el que se 
aprueba el Texto Refundido de la Ley General de de-
rechos de las personas con discapacidad y de su in-
clusión social, sino también a adoptar las medidas que 
sean precisas para establecer las adaptaciones y ajus-
tes razonables de tiempos y medios en el proceso se-
lectivo y, una vez superado dicho proceso, las adapta-
ciones en el puesto de trabajo a las necesidades de 
las personas con discapacidad. Es decir, ya que para 
los policías locales existe esta específica situación de 
la segunda actividad, ¿tendría derecho el policía local 
que ha sido declarado en incapacidad permanente to-
tal a solicitar el pase a la segunda actividad?

La cuestión no es pacífica. El nuevo marco legislativo 
obliga a la Administración a realizar las modificaciones 
y adaptaciones necesarias y adecuadas del ambiente 
físico, social y actitudinal para las personas con dis-
capacidad siempre que no impongan una carga des-
proporcionada o indebida, cuando se requieran en un 
caso particular de manera eficaz y práctica, para facili-
tar la accesibilidad y la participación y para garantizar 
a las personas con discapacidad el goce o ejercicio, 
en igualdad de condiciones con las demás, de todos 
sus derechos. En este sentido, por ejemplo, puede 
traerse a colación el ejemplo catalán, aunque no ha 
llegado a fructificar. En julio de 2015 se presentó una 
Proposición de Ley de segunda actividad de policías 
y bomberos de Cataluña (Trayter Jiménez, 2016). La fi-

losofía de la que se parte es muy distinta. Se entiende 
que el hecho de que una persona tenga una disminu-
ción psicofísica, es decir, una discapacidad, no puede 
comportar que se pierda el trabajo. Todo lo contrario, 
debería ser obligación de su Administración de perte-
nencia, asumir su integración y convertirse en el ga-
rante del derecho general a la readaptación profe-
sional de cualquier discapacidad, tenga el grado que 
tenga reconocido, con una condición física y psíquica 
que le permita desplegar funciones útiles24. 

Sobre esta cuestión se ha pronunciado de una ma-
nera muy clarificadora la Resolución del Defensor del 
Pueblo Andaluz formulada en la queja 17/0675 diri-
gida a Ayuntamiento de Puerto Serrano (Cádiz) ante 
la situación profesional acaecida a un policía Local 
por la negativa del Ayuntamiento a declarar el pase 
a la segunda actividad como consecuencia de la de-
claración de incapacidad permanente del policía —y 
posterior pérdida de su condición funcionarial— pro-
ducida por una agresión que le causó la pérdida de 
un ojo y secuelas post-traumáticas25. Según se apunta 
en el informe, ha habido algunas sentencias que han 
adoptado una postura muy flexible y amplia al res-
pecto. Así, la Sentencia del Juzgado de lo Contencio-
so-Administrativo n.º 1 de Sevilla, n.º 42/2015, de 26 
de febrero, ha considerado que la declaración efec-
tuada por el INSS no opera automáticamente a favor 
de la jubilación ni excluye el pase a la segunda acti-
vidad; en todo caso, de existir una discordancia entre 
regulaciones legales ha de acudirse al principio de je-
rarquía normativa, y así en la Ley andaluza de coordi-
nación de las policías locales, la ley 13/2001, se hace 
referencia a la incapacidad transitoria o de otro tipo 
«sin ninguna otra especificación», por lo que debe-
mos entender que también los supuestos de incapaci-
dad permanente total pueden ser compatibles con la 
segunda actividad, previa instrucción del correspon-
diente procedimiento, sin que deban ni puedan ha-
cerse interpretaciones restrictivas del precepto, que 
vendrían a limitar derechos reconocidos a los intere-
sados.

En su Dictamen, ha considerado finalmente el Defen-
sor del Pueblo Andaluz que en estos casos de inca-
pacidad permanente para el desempeño de las fun-
ciones del puesto habitual de trabajo, si no pudieran 
complementar esa reducción de sus ingresos salaria-
les con el desarrollo de otra actividad, supondría una 
discriminación más ante la situación de infraprotec-
ción de este colectivo, especialmente en aquellos su-
puestos en los que la incapacidad está causada por el 
cumplimiento de las funciones inherentes a la presta-
ción del servicio público que tienen encomendado26.

En fin, el nuevo marco jurídico de la discapacidad 
obliga a repensar esta institución. De hecho, tal como 
veremos más adelante, algunas Comunidades Autó-

17 Revista Vasca de Gestion.indd   4017 Revista Vasca de Gestion.indd   40 10/12/19   08:26:3910/12/19   08:26:39



Josefa Cantero Martínez
A vueltas con las causas del pase a segunda actividad de los policías

locales y su nuevo régimen de jubilación anticipada

41Pertsonak eta Antolakunde Publikoak kudeatzeko Euskal Aldizkaria
Revista Vasca de Gestión de Personas y Organizaciones Públicas

Núm. 17 zk./2019. Págs. 24-53 or.
ISSN: 2173-6405  e-ISSN: 2531-2103

nomas como la valenciana o la vasca están realizando 
importantes avances en esta materia permitiendo la 
modulación y adaptación del puesto de trabajo como 
medida alternativa al pase a segunda actividad.

2. La edad del policía local

La edad es otro de los supuestos habilitantes de la 
segunda actividad, la razón objetiva de esta institu-
ción. Las distintas legislaciones autonómicas prevén 
expresamente una edad mínima para el pase a esta 
situación, dependiendo normalmente de la escala a la 
que pertenezca el policía local. No suele haber gran-
des variaciones entre ellas, aunque algunas estable-
cen edades muy tardías, tal como sucede, por ejem-
plo, con la Ley 9/2003 de Coordinación de Policías 
Locales de Castilla y León, cuyo art. 35 establece los 
60 años para la escala básica y 62 para la escala téc-
nica y superior. Otras permiten el pase a una edad 
bastante más temprana. En este sentido, podemos 
traer a colación, por ejemplo, la legislación valenciana 
de 2017, que ha previsto que, en ningún caso, la edad 
para acceder a la segunda actividad puede ser infe-
rior a los cincuenta y cinco años, a petición voluntaria 
del funcionario interesado, siempre que acredite un 
mínimo de veinte años de prestación de servicio ac-
tivo, de los cuales cinco deberán ser inmediatamente 
anteriores a la fecha de la petición. Se requiere, pues, 
haber permanecido en situación de activo en el Ayun-
tamiento y prestando servicios, como mínimo, los 
cinco años inmediatamente anteriores a la petición, al 
cumplirse las siguientes edades:

1. Escala superior: 60 años.
2. Escala técnica: 58 años.
3. Escala ejecutiva: 56 años.
4. Escala básica: 55 años.

En otras legislaciones, como la castellanomanchega o 
la andaluza, por ejemplo, se regulan las edades, más 
que como un derecho del funcionario, como una obli-
gación que sólo puede ser levantada por el Ayunta-
miento, que puede limitar de forma motivada el pase 
a esta situación a algunos funcionarios y prorrogar su 
permanencia en el servicio activo de quienes, en or-
den inverso al de la fecha en que cumplan la edad, 
excedan del cupo así fijado27. Asimismo, se prevé que 
se pueda aplazar el pase a esta situación por sucesi-
vos períodos de un año, cuando exista solicitud ex-
presa del interesado y siempre que medie informe 
favorable del Tribunal Médico encargado de hacer la 
valoración física y psíquica del policía. 

En la mayoría de las legislaciones autonómicas la 
edad mínima ronda los 55 años. Ello quiere decir que 
un policía local de la escala base podría pasar a esta 

situación de segunda actividad a partir de los 55 años 
y podría jubilarse a partir de los 59 o 60 años, cum-
pliendo los porcentajes y años mínimos de cotización 
previstos en la legislación de Seguridad Social. No 
obstante, estos cuatro o cinco años que como mínimo 
podría estar en esta situación no le van a computar a 
efectos de aplicación de los nuevos coeficientes re-
ductores que prevé el nuevo Real Decreto 1449/2018. 
Después lo veremos con más detalle.

Otras Comunidades configuran el pase a esta situa-
ción como un derecho casi automático del funcionario 
cuando llega a una determinada edad (como Castilla 
y León, donde basta presentar la solicitud con antela-
ción y donde además el silencio administrativo es po-
sitivo), aunque en estos casos suelen contener cláu-
sulas para armonizar el derecho del funcionario con 
las necesidades del servicio, previendo la posibilidad 
de que el Ayuntamiento pueda limitar para cada año 
natural y categoría, el número máximo de funcionarios 
que puedan pasar a la situación de segunda activi-
dad, prorrogando la permanencia en el servicio activo 
de quienes, en orden inverso al de la fecha en que 
cumplan la edad, excedan del cupo así fijado. Así lo 
dispone, por ejemplo, el art. 86 de la Ley 4/1992, de 17 
de julio, de Policía del País Vasco, que regula también 
el derecho del policía a solicitar un aplazamiento del 
pase a la segunda actividad, por sucesivos períodos 
de un año, si así lo solicita expresamente y obtiene un 
informe favorable del Tribunal Médico.

A)  El nuevo régimen de jubilación anticipada 
establecido en el real decreto 1449/2018, de 
14 de diciembre

En virtud de lo previsto en el art. 206 de Ley Gene-
ral de Seguridad Social se ha creado un nuevo dere-
cho a la jubilación anticipada para los policías locales. 
En aplicación de este precepto se inició el correspon-
diente procedimiento y se hicieron los correspondien-
tes estudios de siniestralidad, penosidad, peligrosidad 
y toxicidad de sus condiciones de trabajo, su inciden-
cia en los procesos de incapacidad laboral y los re-
querimientos físicos que se exigen para el desarrollo 
ordinario de su actividad. Tras un largo proceso, ha 
sido finalmente el Real Decreto 1449/2018, de 14 de 
diciembre, el que ha venido a concretar esta posibili-
dad y a establecer coeficientes reductores de la edad 
de jubilación para los policías locales al servicio de las 
entidades locales. 

Es la primera vez que se aplica este concreto proce-
dimiento, aunque distintas normas han previsto la re-
baja en la edad de jubilación para otros colectivos28. 
Se explica así el recelo que desde algunos secto-
res se ha mostrado a esta medida que, en todo caso, 
debe ser excepcional en la medida en que contradice 
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lo que viene siendo la regla general en una coyuntura 
específica que parece avanzar en sentido contrario. 
Ante el aumento de la esperanza de vida, la crisis de-
mográfica española y la consiguiente amenaza de la 
sostenibilidad financiera del sistema de Seguridad So-
cial, se ha optado por el aumento general de la edad 
de jubilación (Ley 27/2011, de 1 de agosto, sobre ac-
tualización, adecuación y modernización del sistema 
de Seguridad Social).

Según el Dictamen del Consejo de Estado número 
880/2018, de 29 de noviembre, los distintos infor-
mes realizados sobre esta cuestión pusieron de ma-
nifiesto que existían elevados riesgos en diversas 
actuaciones propias de la policía local. «Los resulta-
dos obtenidos sobre siniestralidad derivados de la 
muestra de ayuntamientos disponible se pueden re-
sumir de la siguiente manera: a) hay una siniestrali-
dad por contingencias profesionales elevada para 
el colectivo de menores de 55 años. No obstante, 
los indicadores de gravedad no son significativa-
mente superiores a los de la población ocupada; b) 
la siniestralidad por contingencias profesionales en 
edades superiores a los 55 años no es elevada; e) 
la siniestralidad derivada de contingencias comu-
nes no es significativa. El hecho de que la siniestrali-
dad laboral a partir de los 55 años sea baja se debe 
a la existencia de la segunda actividad en todas las 
CCAA. Sin embargo, y aunque la totalidad de las 
CCAA tienen regulada una segunda actividad, no 
todos los ayuntamientos la han desarrollado, lo que 
puede generar un problema de discriminación para 
aquellos policías que realizan su trabajo en ayunta-
mientos que por su tamaño o capacidad financiera 
no pueden facilitar a los agentes esa segunda ac-
tividad». De hecho, el Ministerio de Hacienda y Fun-
ción Pública elaboró un primer informe desfavorable 
el 16 de enero de 2018, a la vista del elevado coste 
presupuestario que podría tener para las Adminis-
traciones locales y de su «efecto demostración» res-
pecto a otros colectivos, por lo que sugería la posi-
bilidad de reubicación de los funcionarios afectados 
en puestos administrativos, utilizando la situación ad-
ministrativa del pase a segunda actividad. 

Posteriormente, el Ministerio de Hacienda volvió a 
informar el proyecto reiterando las observaciones 
realizadas, aunque esta vez no realizaba una valo-
ración desfavorable, sino que más bien añadía que 
la norma debía entrar en vigor después de que lo hi-
ciera la ley que estableciese la cotización recargada 
para este colectivo. Y así efectivamente se había he-
cho de forma anticipada con la LPGE 6/2018, de 3 
de julio, que ya había establecido dos importantes 
tipos de medidas al respecto en sus disposiciones 
adicionales centésima sexagésima cuarta y centé-
sima sexagésima quinta. Por una parte, previó la apli-

cación a los policías locales de un tipo de cotización 
adicional sobre la base de cotización por contingen-
cias comunes, de modo tal que, a partir del día 2 de 
enero de 2019, fecha de entrada en vigor del Real 
Decreto 1449/2018 que ha fijado finalmente el coefi-
ciente reductor de la edad de jubilación en favor de 
este colectivo, se exigiría un tipo de cotización adi-
cional, que será del 10,60. El Ayuntamiento se haría 
cargo del 8,84 por ciento y el policía local del 1,76 
por ciento29.

Asimismo, para que el servicio público que prestan 
los policías locales no se viera perturbado, los Ayun-
tamientos podrían disponer durante el año 2018, una 
tasa de reposición de efectivos adicional a la prevista 
en su artículo 19, que vendría determinada por el nú-
mero de bajas que se prevean en este ejercicio y en 
el ejercicio 2019 como consecuencia de dicho ade-
lanto de la edad de jubilación. Esta tasa adicional se 
descontará de la que pudiera corresponder en los 
ejercicios 2019 y 2020.

Pues bien, finalmente se aprobó el Real Decreto 
1449/2018, que parece partir de la presunción de 
que los requerimientos psicofísicos que se exigen 
para el ingreso en este cuerpo de seguridad y para 
el adecuado desarrollo de la actividad propia de los 
policías locales no pueden realizarse o resultan más 
gravosos a partir de una determinada edad, cum-
pliéndose de esta forma los requisitos exigidos en el 
Real Decreto 1698/2011, de 18 de noviembre, para la 
reducción de la edad de acceso a la jubilación. Asi-
mismo, presume directamente que se cumple el re-
quisito esencial establecido en el art. 206.1 de la Ley 
General de la Seguridad Social respecto de que no 
es posible tampoco «la modificación de las condi-
ciones de trabajo, condición que también es cum-
plida por este colectivo en todos los casos». A mi 
juicio, aquí se puede presentar un problema teórico 
en cuanto a la configuración de este nuevo derecho 
y que podría cuestionar la legalidad de este regla-
mento, toda vez que presume directamente que en 
ninguno de los casos que se puedan plantear pro fu-
turo se podrían modificar las condiciones de trabajo 
de los policías locales, cuando precisamente la situa-
ción de segunda actividad no es sino esto, la modifi-
cación de las condiciones de trabajo del policía local 
para que pueda seguir en activo y cotizando, aunque 
sea realizando otras funciones diferentes a las pro-
pias del cuerpo de policía local. En este sentido po-
dríamos decir que se produce un solapamiento de 
instituciones porque ambas están pensadas para el 
cumplimiento del mismo objetivo. 

En fin, el Real Decreto 1449/2018 reduce la edad or-
dinaria exigida para el acceso a la pensión de jubi-
lación en un periodo equivalente al que resulte de 
aplicar a los años completos efectivamente traba-
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jados como policía local el coeficiente reductor del 
0,20, con el límite de que el policía no podrá acce-
der a la pensión de jubilación con una edad inferior 
en 5 años a su edad ordinaria de jubilación, o en 6 
años en los supuestos en que se acrediten 37 años 
de actividad efectiva y cotización30. Este período re-
ducido computa como cotizado al exclusivo efecto 
de determinar el porcentaje aplicable a la corres-
pondiente base reguladora para calcular el importe 
de la pensión de jubilación. Para ello el policía lo-
cal necesita tener cubierto como mínimo el período 
de carencia de 15 años de cotización31. En principio, 
para la consideración del «tiempo efectivamente tra-
bajado» que se exige para poder aplicar los coefi-
cientes reductores, el art. 3 solo tiene en cuenta el 
tiempo de actividad efectiva y cotización destinado 
en puestos propios de los Cuerpos de Policía local 
al servicio de la respectiva entidad local. De inter-
pretar la literalidad de este precepto, el pase a se-
gunda actividad podría no computar dependiendo 
del puesto de trabajo concreto que se ocupe en la 
segunda actividad, lo que podría dificultar el acceso 
a este derecho.

Efectivamente, según el art. 3, para poder aplicar los 
coeficientes reductores sólo se tendrá en cuenta el 
tiempo efectivamente trabajado, esto es, el tiempo de 
actividad efectiva y cotización destinado en puestos 
propios de los Cuerpos de Policía local al servicio de 
la respectiva entidad local. De hecho, se van a des-
contar todas las faltas al trabajo salvo las que tengan 
por motivo la incapacidad temporal por enfermedad 
común o profesional, o accidente, sea o no de trabajo; 
las faltas causadas por motivos de la suspensión de 
la prestación de servicios por maternidad, paternidad, 
adopción, acogimiento, riesgo durante el embarazo o 
riesgo durante la lactancia natural, así como los permi-
sos y licencias retribuidos, disfrutados en virtud de las 
correspondientes disposiciones normativas o conven-
cionales.

Es decir, el tiempo de prestación de servicios en una 
segunda actividad podría no computar a efectos de 
aplicar estos coeficientes reductores si se desarrolla 
en puestos no propios de los cuerpos de policía lo-
cal. Ahora bien, ello no significa que no pueda acce-
derse a este privilegio desde la segunda actividad. 
Ello viene dispuesto en el art. 5 del RD 1449/2018 que, 
al menos en principio, exige que los policías locales 
hayan permanecido en situación de alta por dicha ac-
tividad hasta la fecha en que se produzca el hecho 
causante de la pensión de jubilación. No obstante, se 
permite también acceder a este beneficio a aquellos 
policías que «habiendo alcanzado la edad de acceso 
a la jubilación que en cada caso resulte de la aplica-
ción de lo establecido en el artículo 2, cesen en su 
actividad como policía local, pero permanezcan en 

alta por razón del desempeño de una actividad labo-
ral diferente, cualquiera que sea el régimen de la Se-
guridad Social en el que por razón de esta queden 
encuadrados». Es decir, el tiempo en el que el policía 
está en segunda actividad no inhabilita para el ejerci-
cio de este derecho siempre que se cumplan todos 
los demás requisitos establecidos por la norma, pero 
el tiempo no computaría a efectos de aplicación de 
los coeficientes reductores. Esos años quedarían en 
una especie de limbo jurídico a estos efectos.

Se trata de un derecho de carácter rogado, que no es 
automático, sino que ha de ser solicitado por el po-
licía que cumpla todos los requisitos para el anticipo 
de la edad de jubilación. No se trata, sin embargo, de 
una jubilación anticipada, toda vez que mantiene el 
carácter de edad ordinaria de jubilación. De hecho, 
el período en que se vea reducida la edad de jubila-
ción ordinaria se considerará como cotizado a efectos 
de determinar el porcentaje aplicable a la correspon-
diente base reguladora para calcular el importe de la 
pensión de jubilación.

La única especialidad consiste en que se establece 
una forma distinta para establecer la edad de ju-
bilación ordinaria de los policías locales mediante 
la aplicación de unos porcentajes reductores de la 
edad en virtud del tiempo de servicios prestados en 
el cuerpo y con el límite infranqueable de los seis 
años32. Por ello, el ejercicio de este derecho tiene 
importantes efectos en su régimen jurídico. Supone 
la pérdida de la condición de funcionario que prevén 
los artículos 63.c) y 67 del Real Decreto Legislativo 
5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el 
texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Em-
pleado Público. No pueden recibir compensaciones 
o premios por jubilación anticipada, aunque tampoco 
sufrirán merma alguna respecto del importe de pen-
sión que percibiría si no se aplicaran los factores de 
corrección que permiten el anticipo de su edad ordi-
naria de jubilación.

Para que la jubilación anticipada de los policías loca-
les no afecte al servicio público se ha previsto una 
tasa adicional de reposición de efectivos en la dispo-
sición transitoria segunda del reglamento y en rela-
ción con lo dispuesto en la disposición adicional cen-
tésima sexagésima quinta de la Ley 6/2018, de 3 de 
julio, de Presupuestos Generales del Estado para el 
año 2018. Para ello, el policía local interesado en ju-
bilarse anticipadamente debe comunicar al Ayunta-
miento su voluntad de acogerse a este beneficio an-
tes del día 31 de cada año para que su Administración 
pueda organizarse y ampliar adicionalmente la tasa de 
reposición, que será efectiva desde la presentación 
de la solicitud de jubilación anticipada. Se trata nueva-
mente de un automatismo que puede generar disfun-
ciones, toda vez que el pase a este beneficio puede 
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producirse también desde la situación administrativa 
de segunda actividad, por lo que es posible que el 
Ayuntamiento ya hubiera tomado las medidas adecua-
das para la cobertura de esos puestos de policía que 
hubieran quedado vacantes.

B)  El posible impacto del real decreto 1449/2018 
sobre la segunda actividad

El derecho se reconoce si se cumplen los requisitos 
de tiempo de cotización que exige el reglamento. Se 
ha configurado como un derecho rogado. El policía, 
además de solicitarlo ante la Seguridad Social, de-
berá comunicar al Ayuntamiento su voluntad de aco-
gerse a esta modalidad de jubilación antes del día 31 
de enero de cada año para que éste pueda planifi-
carse oportunamente y, en su caso, prever una tasa 
de reposición de efectivos adicional, de acuerdo con 
lo establecido en la disposición adicional centésima 

sexagésima quinta de la Ley 6/2018, de 3 de julio, 
de Presupuestos Generales del Estado para el año 
2018. Según lo dispuesto en la disposición transitoria 
segunda, la tasa de reposición adicional será efec-
tiva desde la presentación de la solicitud de jubila-
ción anticipada.

Además de cumplir el requisito de haber cotizado 
al menos durante 15 años en puestos policiales33, 
se exige, si el hecho causante de la pensión de ju-
bilación se produce en 2019, tener 35 años y 6 me-
ses de cotización efectiva como policía local; si el 
hecho causante se produce en 2020, 2021 o 2022, 
se exige contar con 36 años de cotización efectiva 
como policía local; si el hecho causante se produce 
en 2023, 2024, 36 años y seis meses de cotización 
efectiva como policía local; si el hecho causante es 
en 2027 o en años posteriores, 2025 o 2026, se 
exigen 37 años de cotización efectiva como policía 
local.

Tabla 1

Memoria abreviada del análisis de impacto normativo del Proyecto de 
Real Decreto por el que se establece el coeficiente reductor de la edad 
de jubilación en favor de los policías locales al servicio de las 
Administraciones municipales

Nota. Gráfica elaborada por el Ministerio de Empleo y Seguridad Social. Memoria abreviada del análisis de impacto normativo del Proyecto de Real Decreto 
por el que se establece el coeficiente reductor de la edad de jubilación en favor de los policías locales al servicio de las Administraciones municipales, junio 
de 2017, pág. 10. El número de personas afectadas cada año por la nueva medida, según las hipótesis de trabajo explicitadas, adelantan de media casi 5 años 
la edad de jubilación.

El artículo 3 del Real Decreto 1449/2018 exige al po-
licía local un tiempo de actividad efectiva y cotiza-
ción destinado en puestos propios de los Cuerpos 
de Policía local al servicio de la respectiva entidad 

local. Este nuevo derecho se ha establecido pensán-
dolo estrictamente desde el ámbito de la Seguridad 
Social, en ejercicio de las competencias exclusivas 
que tiene atribuidas el Estado en materia de régimen 
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económico de la Seguridad Social (art. 149.1.17 de la 
Constitución). Sin embargo, puede tener importan-
tes consecuencias en la institución administrativa de 
la segunda actividad cuando el hecho causante es 
la edad. Los problemas que ya de por sí ha venido 
planteando el pase a segunda actividad se pueden 
ver agravados hasta el punto de que la conviertan 
en una institución inaplicable o no conveniente. Ello 
es así por varios motivos.

En primer lugar, porque se puede producir un solapa-
miento de instituciones. Si tenemos en cuenta que el 
pase a segunda actividad por edad se puede dar, se-
gún las distintas normativas y escalas, a partir de los 
56 o 57 años y que la jubilación anticipada se puede 
producir desde los 59 o 60 años, el ámbito de actua-
ción de la segunda actividad puede quedar notable-
mente reducido. Es más, en algunas Comunidades 
Autónomas se ha configurado la segunda actividad 
como una obligación que se produce automática-
mente al llegar la edad prevista en la correspondiente 
normativa34. ¿Cómo articular ambas instituciones? Si 
se produce el pase automático a la segunda activi-
dad, posiblemente el policía se vea perjudicado si 
posteriormente quiere ejercitar este derecho a antici-
par su jubilación. Todo parece apuntar a que el nuevo 
Real Decreto tendrá que llevar a realizar algunos ajus-
tes en las distintas normativas reguladoras de esta 
institución.

En segundo lugar, porque el tiempo de prestación de 
servicios que pase el policía local en una segunda 
actividad, que podría ser perfectamente de cuatro o 
cinco años, podría no computar a efectos de aplicar 
estos coeficientes reductores. El artículo 3 del Real 
Decreto explicita que sólo computa como tiempo tra-
bajado a efectos de la aplicación de los coeficientes 
reductores el tiempo trabajado en puestos propios 
de la policía local, prestando efectivamente las funcio-
nes propias del cuerpo. Ello implica que el concreto 
puesto de trabajo que se ocupe durante la segunda 
actividad tiene gran importancia para el éxito de esta 
institución y el propio ejercicio del derecho de jubila-
ción del policía local.

Durante el período de información pública del proce-
dimiento para la elaboración del reglamento, distintas 
asociaciones de carácter policial pusieron de mani-
fiesto la necesidad de que se computara con mucha 
flexibilidad el período de cotización y se tuvieran en 
cuenta los años efectivamente cotizados en todos 
los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado, en 
las Fuerzas Armadas, como agentes rurales y vigilan-
tes municipales y no solo los años efectivamente co-
tizados como policía local. Se había propuesto incluso 
que se computaran los años en los que el policía hu-
biera permanecido en situación de excedencia por 
servicios especiales e incluso que la medida no se 

restringiera exclusivamente a los funcionarios de ca-
rrera. El reglamento optó finalmente por un plantea-
miento muy estricto. 

Esta redacción abre solo ciertas posibilidades de 
aplicación para la segunda actividad, toda vez que 
ésta puede desarrollarse a través del desempeño 
de determinados puestos de trabajo propios de este 
cuerpo, en puestos policiales, o, subsidiariamente, 
en cualesquiera otros puestos de trabajo del Ayunta-
miento. Es más, algunas legislaciones prevén incluso 
que la Relación de Puestos de Trabajo de la Adminis-
tración Autonómica pueda abrir sus puestos para los 
policías en segunda actividad, lo cual haría imposible 
la aplicación de los coeficientes reductores durante 
esos años35 o incluso que el policía no ocupe nin-
gún concreto puesto de trabajo y pase a la situación 
de expectativa de destino con las mismas retribucio-
nes36. Sólo en el primero de los supuestos podría 
computarse este tiempo a efectos del anticipo de la 
edad de jubilación. Por el contrario, no computará el 
tiempo que pase el policía local en segunda activi-
dad si el puesto que ocupa no es un puesto policial 
o se trata más específicamente de casos de segunda 
actividad sin destino. Si el Ayuntamiento quiere fo-
mentar el pase a la segunda actividad deberá ser 
extremadamente cuidadoso a la hora de determinar 
qué puestos de trabajo son susceptibles de ocupa-
ción en segunda actividad. Habrá que armonizar las 
potestades autoorganizativas de la Administración a 
la hora de configurar sus plantillas y sus relaciones 
de puestos de trabajo con las expectativas y el dere-
cho a la jubilación anticipada de sus policías locales. 

En tercer lugar, aunque no son incompatibles y se 
puede solicitar cuando el policía está en segunda ac-
tividad, el hecho causante de la rebaja en la edad de 
cotización ha debido cumplirse cuando todavía se en-
contraba en servicio activo como policía local. Dadas 
las importantes ventajas que supone el ejercicio de 
este derecho, es previsible que si el funcionario cum-
ple todos los requisitos solicite el adelanto de su edad 
de jubilación en vez del paso a segunda actividad. Ca-
bría pensar también en la posibilidad de que el policía 
estuviera en segunda actividad y hubiera obtenido la 
reincorporación al cuerpo para poder solicitar la apli-
cación de los coeficientes reductores. Sin embargo, 
cuando el hecho causante de la segunda actividad es 
la edad, no se prevé la posibilidad de pasar al servicio 
activo. Sólo algunas legislaciones autonómicas pre-
vén el reingreso cuando el hecho causante es la dis-
minución de las condiciones psicofísicas del policía y 
se produce una mejoría.

La medida puede tener un efecto inmediato para 
todos aquellos policías que a día de hoy se encuen-
tran en segunda actividad y por los extensos años 
de servicio han cumplido con los requisitos, pues a 
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ellos se les permite solicitar el ejercicio del derecho 
en virtud de lo previsto en su artículo 5. Recorde-
mos que este precepto, aunque exige que el policía 
local esté en situación de alta en la fecha en que se 
produzca el hecho causante de la pensión de jubi-
lación, permite, no obstante, que se pueda pedir in-
cluso cuando se encuentren en el desempeño de 
una segunda actividad siempre que hayan cumplido 
los requisitos de desempeño efectivo estando en 
activo. Es decir, el ejercicio del derecho puede que-
dar latente y puede ser solicitado en cualquier mo-
mento durante la segunda actividad si así interesa 
al policía local. 

3.  El pase con ocasión de embarazo 
o lactancia. ¿es oportuno el 
mantenimiento de esta causa?

Algunas Comunidades Autónomas han previsto un 
tercer supuesto habilitante para el paso a la segunda 
actividad, el del embarazo o lactancia, a solicitud de 
la funcionaria interesada o de oficio por la corpora-
ción local, previa emisión de informe médico faculta-
tivo que acredite dichas circunstancias. Buen ejemplo 
de ello se encuentra, por citar tan solo un ejemplo, en 
el art. 47 de la Ley 1/2018, de 22 de febrero, de Coor-
dinación de Policías Locales de la Comunidad de Ma-
drid o en la Ley andaluza 13/2001, de 11 de diciembre, 
de Coordinación de las Policías Locales, o en el art. 71 
de la Ley 8/2007, de 13 de junio, de Policía de Galicia, 
por citar tan solo algún ejemplo.

Sin embargo, su inclusión como supuesto habilitante 
plantea importantes problemas, toda vez que nues-
tro ordenamiento jurídico ya incorpora otras institu-
ciones para proteger el embarazo y la lactancia. Estos 
problemas, no sólo prácticos, sino también teóricos, 
afectan a la propia configuración jurídica de esta ins-
titución en la medida en que, tal como ha resaltado 
Trayter Jiménez (2016), la segunda actividad no está 
pensada como una institución de carácter tan efímero 
y transitorio, más que nada porque la situación de em-
barazo y parto en la que se puede encontrar la mujer 
policía ya se encuentra protegida en nuestro ordena-
miento jurídico a través de otras instituciones. Tam-
poco queda claro que esta especial situación aporte 
ningún elemento de protección adicional para la mujer 
policía embarazada. Más bien, como señala este autor 
a quien estamos siguiendo, la extensión de esta situa-
ción al período de embarazo podría tener el efecto 
contrario al deseado y desembocar en la fijación de 
un sistema regresivo de protección.

El art. 26 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de 
prevención de Riesgos Laborales, establece impor-

tantes medidas de protección de la mujer policía 
embarazada —o después del parto durante el pe-
ríodo de lactancia natural— que harían innecesario 
el pase a la segunda actividad. Si la actividad policial 
presenta cualquier riesgo específico para la emba-
razada, el Ayuntamiento debe adoptar las medidas 
necesarias para evitarlo a través de una adaptación 
de las condiciones o del tiempo de trabajo de la fun-
cionaria afectada. Dichas medidas pueden suponer 
la exclusión del trabajo nocturno o de trabajo a tur-
nos. Además de estas medidas de adaptación de las 
condiciones o del tiempo de trabajo, si es necesario 
el Ayuntamiento debería incluso adscribirla temporal-
mente a otro puesto que implique la realización de 
funciones diferentes y que sean compatibles con su 
estado37 Incluso si este cambio de puesto no resul-
tara factible cabe la posibilidad de suspender tem-
poralmente el contrato por riesgo durante el emba-
razo durante el período necesario para la protección 
de su seguridad o de su salud y mientras persista la 
imposibilidad de reincorporarse a su puesto anterior 
o a otro puesto compatible con su estado. También 
desde el ámbito funcionarial se han fijado importan-
tes medidas de protección para cubrir las necesida-
des que se puedan derivar del embarazo y del parto 
para la mujer policía local.

Efectivamente, ya el art. 48 del TREBEP establece 
toda una pléyade de permisos a los que pueden recu-
rrir las mujeres embarazadas o que ya han dado a luz, 
para asistir a exámenes prenatales y técnicas de pre-
paración al parto. Pueden disfrutar de permisos por 
lactancia de un hijo menor de doce meses, que su-
pondrá el derecho a una hora de ausencia del trabajo 
que podrá dividir en dos fracciones. Pueden sustituir 
este derecho por una reducción de la jornada normal 
en media hora al inicio y al final de la jornada o, en 
una hora al inicio o al final de la jornada, con la misma 
finalidad. Se les reconoce el derecho a ausentarse del 
trabajo durante un máximo de dos horas diarias per-
cibiendo las retribuciones íntegras en caso de naci-
miento de hijos prematuros o que por cualquier otra 
causa deban permanecer hospitalizados a continua-
ción del parto, etc.

En todo caso, la jurisprudencia ha aclarado que no 
cabe que un reglamento local regulador de la se-
gunda actividad pueda establecer por sí mismo este 
supuesto habilitante si no existe la correspondiente 
legislación autonómica que le dé cobertura. Así ha 
sucedido con la STSJ de las Islas Canarias de 3 de 
marzo de 2006, Sala de lo Contencioso-Administra-
tivo, num. 199/2006, que anuló el Reglamento de la 
Segunda Actividad de la Policía Local de Las Palmas 
de Gran Canaria de 26 de julio de 2002 porque no 
estaba prevista esta circunstancia en la legislación au-
tonómica y ello supone una vulneración del art. 9 de 
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la Constitución, en cuanto al respeto debido a la jerar-
quía normativa como uno de los elementos del princi-
pio de seguridad jurídica, lo que determina su nulidad 
radical. Por cierto, en esta sentencia se apunta tam-
bién a la innecesaridad de establecer este supuesto 
como causa del pase a la segunda actividad. Así, se-
gún la Sala, «cierto es que la protección específica 
de la maternidad de los períodos pre y postnatales 
persigue una clara finalidad social, esto es, la protec-
ción de la maternidad, a la que se añade la finalidad 
de promocionar el establecimiento de una relación 
de carácter familiar, absolutamente necesaria con el 
que acaba de nacer. La protección extiende, por ello, 
su campo de actuación, alcanzado tanto al neonato 
como a la familia en su conjunto. Ahora bien, el orde-
namiento jurídico ya tiene diseñada la protección de 
la maternidad mediante un acabado conjunto de nor-
mas legales que satisfacen plenamente la justísima 
finalidad perseguida. De modo que esta innovación 
del ordenamiento jurídico por el Reglamento recu-
rrido, atendiendo a las circunstancias destacadas, re-
sulta abiertamente contraria a Derecho y, además, no 
aporta una justificación objetiva de su razón de ser».

Es decir, nuestro ordenamiento jurídico ya ha previsto 
toda una gama de importantes medidas de protec-
ción de la mujer policía local que está embarazada o 
que acaba de ser madre que son mucho más amplias 
y particularizadas que la eventual protección que su-
pondría el pase a la segunda actividad, por lo que no 
estaría de más replantearse el mantenimiento de esta 
causa.

En definitiva, la innecesaridad de mantener esta causa 
como presupuesto habilitante para el pase a la se-
gunda actividad, la nueva regulación del anticipo de la 
edad de jubilación del policía local, los problemas que 
plantea la falta de completitud de esta institución por 
parte de los legisladores autonómicos y el desfase 
que se ha producido en materia de discapacidad de-
berían llevar al legislador autonómico a repensar esta 
institución en términos más modernos y respetuosos 
con los derechos del policía local.

Esta necesidad resulta todavía más imperiosa si tene-
mos en cuenta el importante debate que ha surgido 
en estos últimos meses sobre la posibilidad de que 
los funcionarios interinos puedan ejercer funciones 
de autoridad reservadas a los funcionarios de carrera. 
Por una parte, la reciente STS de 14 de junio de 2019, 
Sala de lo Contencioso Administrativo (sentencia 
828/2019), impedía el nombramiento de policías loca-
les en régimen de interinidad al realizar una interpre-
tación exclusivamente literal de dicción del art. 92.3 
de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Ba-
ses del Régimen Local. Y ello porque la modificación 
introducida en la redacción de este precepto por la 
Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de racionalización 

y sostenibilidad de la Administración Local, al estable-
cer la reserva de funciones, se refiere exclusivamente 
a los «funcionarios de carrera», por lo que impediría 
a los policías locales interinos su ejercicio. Este pro-
nunciamiento podía plantear problemas para garanti-
zar la seguridad ciudadana en algunos Ayuntamien-
tos turísticos durante los períodos estivales en los 
que aumenta la población o en aquéllos en los que 
se anticiparan jubilaciones. La Sentencia del Tribu-
nal Constitucional 106/2019, de 19 de septiembre, sin 
embargo, ha permitido mitigar este desasosiego rea-
lizando una interpretación lógica y sistemática del pre-
cepto controvertido, permitiendo, pues, que las nece-
sidades de personal puedan subvertirse mediante el 
nombramiento de policías locales en régimen de inte-
rinidad.

Si bien la doctrina del Tribunal Constitucional ha per-
mitido introducir cierta calma en esta materia, el enve-
jecimiento de las plantillas en nuestras Administracio-
nes y los numerosos puestos de policía local que van 
a quedar vacantes a partir de este año con el ade-
lanto de su edad de jubilación requieren la búsqueda 
de mecanismos ingeniosos que permitan solucionar 
las necesidades de plantilla en los Cuerpos de Poli-
cía local. La colaboración con otros miembros de las 
Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, el sagaz 
empleo de mecanismos de cooperación intermunici-
pal o el nombramiento de funcionarios interinos auxi-
liares para reforzar determinadas tareas de los cuer-
pos de policía son solo algunas de las experiencias 
más novedosas de desde algunas legislaciones auto-
nómicas se están apuntando. 
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Notas

1 En rigor, no se trataría de una jubilación anticipada, 
sino de una anticipación de la edad ordinaria de jubi-
lación. Ello es así porque, tal como se ha señalado, la 
jubilación anticipada representa un derecho de opción 
del trabajador para anticipar su jubilación respecto de 
la edad ordinaria establecida en la norma, siempre que 
cumpla los requisitos establecidos legalmente y apli-
cándosele como penalización determinados coeficien-
tes que reducen la cuantía de la pensión respecto de 
la que recibiría en el caso de jubilarse a la edad ordi-
naria. Por el contrario, cuando hay una anticipación de 
la edad ordinaria de jubilación, La reducción de la edad 
es una medida ofrecida por el legislador a determina-
dos colectivos de personal que, fundamentalmente por 
la actividad que realizan, pueden presentar una espe-
ranza de vida inferior al resto de trabajadores o dificul-
tades para cumplir sus funciones, por lo que en estos 
casos no se establece una reducción de la cuantía de 
la pensión. ORDÓÑEZ CASADO, María Iluminada, «Ju-
bilación anticipada por discapacidad», Temas Labora-

les n.º 142/2018, págs. 199 y ss. 

2 La Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Euro-
pea (STJUE) de 13 de noviembre de 2014, en el asunto 
C-416/2013, Caso Vital Pérez, consideró discriminatorio 
y contrario a la Directiva 2000/78/CE el establecimiento 
de 30 años como límite de edad para poder acceder a 
la policía local. En aquel caso, consideró el Tribunal 
que la limitación no puede justificarse apelando a las 
exigencias físicas de la actividad ni tampoco apelando 
a razones de política de empleo. Años después, sin 
embargo, en la STJUE de 15 de noviembre de 2016, 
asunto C-258/2015, Caso Salaberría Sorondo, sí permi-
tió que pudieran establecerse estos topes cuando se 
trata de policías pertenecientes a la Ertzaintza en virtud 
de las diferencias que existen entre las funciones de 
ambos cuerpos y las tareas particularmente exigentes 
desde un punto de vista físico que conllevan las fun-
ciones de este cuerpo. Más recientemente, esta posi-
bilidad ha sido admitida para los policías locales en la 
medida en que la STS de 25 de septiembre de 2017 se 
ha pronunciado sobre los policías locales de Castilla y 
león y ha permitido que pudiera establecerse la edad 
de los 33 años como tope para poder acceder a estos 
cuerpos.

3 El art. 69 de la Ley Foral 23/2018, de 19 de noviembre, 
de las Policías de Navarra, por poner un ejemplo, fija la 
edad del pase a segunda actividad a partir de los 55 
años en la escala básica, al igual que el art. 87 de la Ley 
17/2017, de 13 de diciembre, de coordinación de policías 
locales de la Comunitat Valenciana.

4 Habría que tener en cuenta, además, el impacto que 
el nuevo régimen de anticipo de la edad de jubila-
ción puede tener en la prestación de este servicio pú-
blico, toda vez que la reciente STS de 14 de junio de 
2019, Sala de lo Contencioso Administrativo, senten-
cia 828/2019, recurso 922/2017, dando respuesta a una 
cuestión de interés casacional planteada, ha concluido 
que tras la modificación del art. 92.3 de la Ley 7/1985 de 
Bases de Régimen Local por la Ley 27/2013, de 27 de di-
ciembre, no resulta ajustado a derecho el nombramiento 
de agentes de la Policía Local en régimen de interinidad, 
por lo que los Ayuntamientos ya no podrían nombrar po-
licías locales interinos para dar eventualmente solución 
a las numerosas vacantes que se van a producir por la 
aplicación de esta nueva normativa. La nueva jurispru-
dencia podría haber tenido importantes consecuencias 
si tenemos en cuenta el especial envejecimiento de las 
plantillas de nuestras Administraciones Públicas. Sin em-
bargo, la Sentencia del Tribunal Constitucional 106/2019, 
de 19 de septiembre, ha realizado una interpretación ar-
monizadora de todos los preceptos funcionariales afec-
tados para permitir el nombramiento de policías locales 
en régimen de interinidad.

5 Según lo dispuesto en el art. 92.1 de la Ley 7/1985, los 
funcionarios al servicio de la Administración Local se ri-
gen, en lo no dispuesto por esta Ley, por la legislación 
del Estado y de las Comunidades Autónomas, en los 
términos previstos en el artículo 149.1.18.ª de la Consti-
tución. 

6 Según el art. 3.2 del Real Decreto Legislativo 5/2015, de 
30 de octubre, por el que se aprueba el Texto Refun-
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dido del Estatuto Básico del Empleado Público (TREBEP), 
los cuerpos de policía local se rigen también por este 
Estatuto y por la legislación de las comunidades autóno-
mas, excepto en lo establecido para ellos en la Ley Or-
gánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de 
Seguridad. 

7 Véase, por ejemplo, el art. 29 de la Ley 13/2001, de 11 de 
diciembre, de Coordinación de las Policías Locales de 
Andalucía y el Decreto 135/2003, de 20 de mayo, por el 
que se desarrolla la situación administrativa de segunda 
actividad de los funcionarios de los cuerpos de la Policía 
Local de Andalucía. 

8 Así, según el art. 86.7 de la legislación vasca, el policía 
que pase a segunda actividad percibirá las retribucio-
nes básicas de la categoría y aquellas de carácter per-
sonal que tuvieran reconocidas, incluidas las que co-
rrespondan en concepto de trienios, que continuarán 
perfeccionándose en dicha situación. En cuanto a las 
retribuciones complementarias se percibirán las que co-
rrespondan al puesto o plaza que se desempeñe.

 En aquellos supuestos en que el funcionario haya sido 
declarado en situación de incapacidad permanente 
por los órganos competentes de la Seguridad Social, 
sin que proceda su jubilación forzosa, las retribuciones 
complementarias que le correspondan se minorarán en 
la misma cuantía que importe la prestación de pago pe-
riódico que tenga reconocida en aquel concepto.

9 Las funciones asignadas a los policías locales vienen de-
terminadas en el art. 53 de la Ley Orgánica 2/1986. Se 
encargan de proteger a las autoridades de las Corpora-
ciones Locales; de vigilar y custodiar sus edificios e ins-
talaciones; de ordenar, señalizar y dirigir el tráfico en el 
casco urbano; de instruir atestados por accidentes de 
circulación dentro del casco urbano. Hacen de policía 
administrativa, en lo relativo a las ordenanzas, bandos 
y demás disposiciones municipales; participan en las 
funciones de Policía Judicial y se encargan de la pres-
tación de auxilio, en los casos de accidente, catástrofe 
o calamidad pública. Asimismo, efectúan diligencias de 
prevención y cuantas actuaciones tiendan a evitar la co-
misión de actos delictivos en el marco de colaboración 
establecido en las Juntas de Seguridad; vigilan los es-
pacios públicos, colaborando con las Fuerzas y Cuerpos 
de Seguridad del Estado y con la Policía de las Comu-
nidades Autónomas y cooperan en la resolución de los 
conflictos privados cuando sean requeridos para ello.

10 La Ley Orgánica 16/2007, de 13 de diciembre, comple-
mentaria de la Ley para el desarrollo sostenible del me-
dio rural, añadió la nueva disposición adicional quinta 
de la Ley orgánica 2/1986, para regular la posibilidad 
de que los municipios puedan colaborar para la pres-
tación de servicios de la policía local. En los supuestos 
en los que dos o más municipios limítrofes, pertenecien-
tes a una misma Comunidad Autónoma y cuya suma no 
supere los 40.000 habitantes, no dispongan separada-
mente de recursos suficientes para la prestación de los 
servicios de policía local, podrán asociarse para la eje-
cución de las funciones propias de este cuerpo. Dicho 
acuerdo de colaboración tiene que respetar las condi-

ciones que se determinen por el Ministerio del Interior y 
contar con la autorización de éste a través de su Secre-
taría de Estado de Seguridad o, en su caso, de la Comu-
nidad Autónoma correspondiente si ha asumido en su 
Estatuto de Autonomía competencias en materia de se-
guridad ciudadana (STC 51/1993). Las condiciones para 
esta colaboración han venido establecidas por la Orden 

INT/2944/2010, de 10 de noviembre, por la que se deter-

minan las condiciones para la Asociación de Municipios 

con la finalidad de prestar servicios de Policía Local, de 

conformidad con lo previsto en la disposición adicional 

quinta de la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de 

Fuerzas y Cuerpos de Seguridad. Se deben cumplir va-
rios requisitos. 

11 El personal funcionario que pase a la situación de se-
gunda actividad cesaría en el puesto de trabajo al que 
esté adscrito de no ser susceptible de desempeño por 
personal en situación de segunda actividad y serán asig-
nados en adscripción provisional a puestos de trabajo 
en la unidad en la que se encontraren prestando servi-
cios susceptibles de tal desempeño. En el supuesto de 
que en la unidad no hubiera puesto vacante, la adscrip-
ción será llevada a cabo en el centro de trabajo en que, 
existiendo un puesto vacante de los definidos en la re-
lación de puestos del cuerpo policial, determine la Ad-
ministración de entre los tres propuestos por la persona 
interesada. Si no existiera disponibilidad de puesto de 
trabajo de tal naturaleza conforme a lo previsto en los 
párrafos precedentes, o los puestos vacantes existen-
tes se encuentren ubicados fuera del entorno limítrofe 
al centro de trabajo en el que estuviese prestando ser-
vicios y no los propusiese voluntariamente el interesado, 
transitoriamente y en tanto no exista tal disponibilidad, 
la Administración competente adaptará funcionalmente 
el puesto que venía ocupando a las capacidades de la 
persona interesada, de conformidad con el dictamen del 
Tribunal Evaluador. Si excepcionalmente una persona 
funcionaria en servicio activo modulado por la edad o 
en situación de segunda actividad permaneciese transi-
toriamente sin destino a disposición del cuerpo policial 
correspondiente, mientras dure tal circunstancia, perci-
birá las retribuciones básicas de la categoría y aquellas 
de carácter personal que tuvieran reconocidas, así como 
las retribuciones del último puesto desempeñado, con 
excepción del componente singular del complemento 
específico.

12 Véase el anexo del Decreto 135/2003, de 20 de mayo, 
por el que se desarrolla la situación administrativa de se-
gunda actividad de los funcionarios de los cuerpos de la 
Policía Local de Andalucía.

13 Según los artículos 193 y 194 del Real Decreto Legisla-

tivo 8/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba 

el texto refundido de la Ley General de la Seguridad 

Social, la incapacidad permanente contributiva es la 
situación del trabajador que, después de haber es-
tado sometido al tratamiento prescrito, presenta re-
ducciones anatómicas o funcionales graves, suscep-
tibles de determinación objetiva y previsiblemente 
definitivas, que disminuyan o anulen su capacidad la-
boral. No obstará a tal calificación la posibilidad de re-
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cuperación de la capacidad laboral del incapacitado, 
si dicha posibilidad se estima médicamente como in-
cierta o a largo plazo. Son varios los grados que exis-
ten en función del porcentaje de reducción de la 
capacidad de trabajo que reglamentariamente se es-
tablezca y teniendo en cuenta la incidencia de la re-
ducción de la capacidad de trabajo en el desarrollo 
de la profesión que ejercía el interesado o del grupo 
profesional, en que aquella estaba encuadrada, antes 
de producirse el hecho causante de la incapacidad 
permanente. Los grados son:

 a) Incapacidad permanente parcial.

 b) Incapacidad permanente total.

 c) Incapacidad permanente absoluta.

 d) Gran invalidez.

 En caso de incapacidad permanente total, la pensión vi-
talicia correspondiente será compatible con el salario 
que pueda percibir el trabajador en la misma empresa o 
en otra distinta, siempre y cuando las funciones no coinci-
dan con aquellas que dieron lugar a la incapacidad per-
manente total (art. 198). habitual, sin establecer ninguna 
restricción a las condiciones laborales y retributivas en 
este nuevo trabajo.

14 La Síndica de Greuges de Barcelona presentó en di-
ciembre de 2016 un informe en el que considera res-
trictivos los requisitos de acceso a la segunda acti-
vidad de los y las Agentes de la Guardia Urbana en 
situación de incapacidad permanente. Hoy por hoy, 
sólo se pueden acoger a la segunda actividad aque-
llos y aquellas agentes de la Guardia Urbana que ten-
gan una edad superior a 57 años y que tengan decla-
rada una invalidez parcial. Pero la síndica considera 
que habría que valorar las capacidades de las per-
sonas afectadas por una incapacidad permanente to-
tal en relación a otros puestos de trabajo que pue-
dan desarrollar dentro del ámbito municipal, incluso 
dentro del mismo cuerpo de la Guardia Urbana, y esta 
valoración es la que tendría que permitir decidir si es 
factible el pase a una segunda actividad, en atención 
a sus capacidades, tal como se ha referido en alguna 
ocasión el Tribunal Supremo.

 http://www.sindicadegreugesbcn.cat/pdf/premsa/
nota_401483011931.pdf

15 La STSJ de Cataluña Sección 4.ª número 628/2017 ha 
reconocido el derecho del policía a la segunda actividad 
en el municipio de Sant Celoni.

16 En todo caso, habría que tener en cuenta que, tal como 
ha sostenido la jurisprudencia, entre otras en la Senten-
cia del Tribunal Supremo de 12 de Diciembre de 2017, 
Sala de lo Social, las decisiones en materia de invalidez 
permanente no son extensibles ni generalizables, de 
modo tal que, más que de incapacidades debería ha-
blarse de incapacitados, pues lesiones aparentemente 
idénticas pueden afectar a los empleados de distinta 
manera en cuanto a su incidencia en la capacidad de 
trabajo. 

17 La aplicación de los anteriores criterios al caso particu-
lar que nos ocupa, en el que se trata de un policía mu-
nicipal, al servicio de un Ayuntamiento, lleva a que el 
ámbito profesional de valoración opera sobre el con-
junto de sus funciones, no exclusivamente sobre las que 
pueda desarrollar en la situación de segunda actividad. 
De manera que, en la actualidad, a la hora de determinar 
la merma de rendimiento que pudiera aquejar al solici-
tante, ha de hacerse en atención al conjunto de activida-
des que integran su profesión habitual, no sólo a las que 
se puedan desempeñar como segunda actividad, que, 
al parecer, en el caso enjuiciado, ni siquiera ha iniciado, 
aunque fue declarado en la misma. 

 Según este precepto, es incompatible el desarrollo de 
un puesto de trabajo en la entidad local o en sus orga-
nismos con la percepción de pensión por jubilación o re-
tiro, o por derechos pasivos reconocidos por la Mutua-
lidad Nacional de Previsión de la Administración Local 
o por otra entidad gestora de cualquier régimen de se-
guridad social público y obligatorio, sin perjuicio de las 
excepciones que establezcan la legislación del ámbito 
docente u otras. La percepción de las pensiones a que 
se refiere el punto anterior quedará en suspenso por 
el tiempo en que se desarrolle el puesto de trabajo, sin 
que esto afecte a las actualizaciones.

18 Buena prueba de ello es la reciente Ley 7/2019, de 27 
de junio, de quinta modificación de la Ley de Policía 
del País Vasco. Así, su art. 86.7 se prevé expresamente 
que, en aquellos supuestos en que el funcionario haya 
sido declarado en situación de incapacidad permanente 
por los órganos competentes de la Seguridad Social, 
sin que proceda su jubilación forzosa, las retribuciones 
complementarias que le correspondan por el pase a se-
gunda actividad se minorarán en la misma cuantía que 
importe la prestación de pago periódico que tenga re-
conocida en aquel concepto. Por su parte, el art. 62.2 
prevé incluso que se proceda a la jubilación del policía 
con reserva del puesto de trabajo que ocupaba a la fe-
cha de la jubilación si, de conformidad con el régimen 
de previsión social que le sea de aplicación, en el reco-
nocimiento inicial de la incapacidad se estableció su re-
visión por probable mejoría que permita trabajar en el 
plazo máximo de dos años.

19 Es más, esta permanencia en el servicio activo y por ello 
en la misma profesión de Policía local, se evidencia en el 
hecho de que en alguna normativa autonómica se pres-
criba específicamente que el «pase a la situación de se-
gunda actividad no conllevará la pérdida de la condición 
de agente de la autoridad». Así sucede, por ejemplo, 
con el art. 72 de la Ley 4/2007, de 20 de abril, de la Co-
munidad Autónoma de Galicia, o incluso que no conlleve 
la inhabilitación para portar el arma reglamentaria, como 
regula la Comunidad Autónoma de Valencia o que se 
regule también la potestad excepcional de que pueda 
ser requerido para «el cumplimiento de funciones opera-
tivas» propias de la actividad primera, como dispone, por 
ejemplo, para la Comunidad de Andalucía, el art. 9.1 del 
Decreto 135/2003, de 20 de mayo.

20 Como se ha señalado, la determinación de lo que haya 
de entenderse como profesión habitual es una de las 
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piezas clave del sistema por el que se rige la declara-
ción de invalidez permanente, no sólo porque determina 
tanto la procedencia de la declaración inicial de la inva-
lidez, de manera fundamental en la incapacidad perma-
nente total, sino también porque determina su compati-
bilidad con el trabajo, con un salario o con una posible 
prestación futura derivada del mismo. 

21 Véase al respecto la interesante Sentencia del Juzgado 
Central de lo Contencioso-Administrativo n.º 5, 124/2018, 
de 24 de octubre, que ha anulado la declaración de ju-
bilación por incapacidad permanente de un policía na-
cional ante la mejoría de su estado de salud y obliga a 
la Administración a la apertura de un expediente para 
determinar las actividades que puede desarrollar el inte-
resado, adecuadas a sus condiciones psicofísicas, pre-
vio informe del servicio sanitario. Todo ello en coheren-
cia con el derecho a la reubicación del funcionario en un 
puesto de trabajo acorde con sus capacidades, nove-
dad introducida por el art. 70 de la Ley Orgánica 9/2015. 
Según el precepto, los Policías Nacionales que hubieren 
pasado a la situación de segunda actividad por insufi-
ciencia de las aptitudes psicofísicas, podrán reingresar 
al servicio activo, a petición propia o a instancias de la 
administración, siempre que un tribunal médico aprecie 
que los solicitantes reúnen las aptitudes psicofísicas ne-
cesarias para la prestación de las funciones encomenda-
das.

22 Así, mientras en el Reglamento de Segunda Actividad 
aprobado por el Ayuntamiento de Huelva, por Acuerdo 
plenario de 27 de junio de 2002 (BOP num. 202, de 2 
de septiembre), se reconoce en su art. 2 la posibilidad 
de que los funcionarios de dicho Ayuntamiento que ha-
yan sido declarados en situación de IPT puedan pasar 
a la situación de segunda actividad, en el Reglamento 
de Segunda Actividad para la Policía Local del Ayunta-
miento de Sevilla, acordado con los sindicatos el 11 de 
octubre de 2016, se contempla en el art 10.4 del mismo 
que no podrán solicitar el pase a la segunda actividad 
los funcionarios de la Policía Local que tengan recono-
cida una incapacidad permanente. 

23 Téngase en cuenta Real Decreto 2271/2004, de 3 de di-
ciembre, por el que se regula el acceso al empleo pú-
blico y la provisión de puestos de trabajo de las perso-
nas con discapacidad, que establece los principios de 
igualdad de oportunidades, no discriminación, accesi-
bilidad universal y compensación de desventajas. Asi-
mismo, su art. 10 del prevé la posibilidad de que los 
empleados públicos con discapacidad puedan pedir la 
adaptación del puesto en virtud del informe expedido 
por el órgano competente en la materia, que acredite 
la procedencia de la adaptación y la compatibilidad con 
el desempeño de las funciones que tenga atribuido el 
puesto o los puestos solicitados, valorándose la com-
patibilidad con el desempeño de las funciones propias 
del puesto de trabajo y las adaptaciones que se puedan 
realizar en él.

24 Teniendo en cuenta las funciones principales y opera-
tivas de cada cuerpo, se contemplan, como tales defi-
ciencias, las disminuciones de las condiciones físicas o 
psíquicas, lesiones no invalidantes y los diferentes gra-

dos de incapacidad permanente, así como las situacio-
nes de embarazo para preservar la integridad de su es-
tado. Esta situación no se circunscribe exclusivamente 
a aquellas personas que sean ellas mismas discapacita-
das, sino que además podrá estar motivada por la disca-
pacidad que sufra un familiar a cargo hasta el segundo 
grado, a quien el trabajador prodiga la mayor parte de 
los cuidados que su estado requiere. Se aplica así la ju-
risprudencia del Tribunal de justicia de las Comunida-
des Europeas (Gran Sala) en la Sentencia de 17 de julio 
de 2008, en el Caso S. Coleman contra Attridge Law. En 
ella se interpreta la Directiva 2000/78 / CE del Consejo, 
de 27 de noviembre de 2000, en el sentido de que la 
prohibición de discriminación directa que establece no 
se circunscribe exclusivamente a aquellas personas que 
sean ellas mismas discapacitadas, sino que abarca ade-
más la discapacidad que sufra un hijo suyo, a quien el 
trabajador prodiga la mayor parte de los cuidados que 
su estado requiere. Incluso prevé que, si la disminución 
conlleva que el funcionario no tiene la capacidad de rea-
lizar ninguna función en puestos de segunda actividad, 
se procederá a conceder una excedencia especial por 
discapacidad. Si recupera la capacidad laboral plena 
aplicará el resto de la normativa.

25 http://www.defensordelpuebloandaluz.es/reclamamos-
el-pase-a-segunda-actividad-de-un-policia-local-al-que-
se-jubila-forzosamente-en-el (fecha de última consulta, 
29 de enero de 2019).

26 En estos casos suele presentarse también un problema 
añadido debido a las cuestiones procedimentales para 
el ejercicio del derecho, toda vez que el pase a la se-
gunda actividad solo puede ejercitarse desde la situa-
ción del servicio activo. Por el contrario, la declaración 
de IPT por parte del INSS opera como causa de pérdida 
de la condición de funcionario por jubilación prevista en 
el art. 67.1.c) TREBEP, en cuya virtud, el policía local per-
dería su condición de funcionario por el reconocimiento 
de una pensión de incapacidad permanente total en re-
lación con el ejercicio de las funciones de su cuerpo o 
escala. Desde algunos sectores se ha apuntado hacia 
la posibilidad de solicitar la rehabilitación en su condi-
ción de funcionario prevista en el art. 68 del TREBEP. 
No obstante, ésta solo se puede pedir una vez que haya 
desaparecido la causa objetiva que la motivo, y la dismi-
nución de sus condiciones psíquicas o físicas no desa-
parecen.

27 El art. 112 del Decreto 110/2006, de 17 octubre, por el que 
se aprueba el reglamento de la Ley de coordinación de 
los policías locales de Castilla-La Mancha prevé la posi-
bilidad de que el Ayuntamiento pueda limitar el número 
de funcionarios que pasan a esta categoría por razones 
excepcionales. Se regula, asimismo, la posibilidad de 
que el propio funcionario pueda solicitar el aplazamiento 
del pase a la situación de segunda actividad por suce-
sivos periodos anuales, presentando solicitud con una 
antelación mínima de dos meses y máxima de seis a la 
edad prevista para el pase a esta situación.

28 Existen otros colectivos en una situación similar a los 
cuales se les ha aplicado ya un coeficiente reduc-
tor de su edad de jubilación. Así ha sucedido, según 
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relata el Dictamen del Consejo de Estado, con los 
miembros del cuerpo de la Ertzaintza (disposición adi-
cional vigésima del TRLGSS), mineros (Real Decreto 
2366/1984, de 26 de diciembre, sobre reducción de la 
edad de jubilación de determinados grupos profesio-
nales incluidos en el ámbito del Estatuto del Minero, 
aprobado por el Real Decreto 3255/1983, de 21 de di-
ciembre), personal de vuelo (Real Decreto 1559/1986, 
de 28 de junio, por el que se reduce la edad de jubi-
lación del personal de vuelo de trabajos aéreos), tra-
bajadores ferroviarios, artistas y toreros (Real Decreto 
2621/1986, de 24 de diciembre, por el que integran los 
Regímenes Especiales de la Seguridad Social de Tra-
bajadores Ferroviarios, Jugadores de Fútbol, Repre-
sentantes de Comercio, Toreros y Artistas en el Ré-
gimen General, así como se procede a la integración 
del Régimen de Escritores de Libros en el Régimen 
Especial de Trabajadores por Cuenta Propia o Autó-
nomos) y bomberos (Real Decreto 383/2008, de 14 de 
marzo , por el que se establece el coeficiente reduc-
tor de la edad de jubilación en favor de los bomberos 
al servicio de las administraciones y organismos públi-
cos). La jubilación de la Policía Nacional y la Guardia 
Civil, por su especial naturaleza, también presenta un 
régimen especial a través de la situación administra-
tiva de reserva (Ley Orgánica 9/2015, de 28 de julio, 
de Régimen de Personal de la Policía Nacional, y Ley 
29/2014, de 28 de noviembre, de Régimen del Perso-
nal de la Guardia Civil).

29 Al ser una materia directamente relacionada con la edad 
de jubilación y Seguridad Social no constituye mate-
ria objeto de negociación, aunque sí está sometida a la 
consulta y participación con los representantes sindica-
les, cuya intervención ha tenido lugar a lo largo de la tra-
mitación del expediente para la elaboración del regla-
mento.

30 Según lo dispuesto en su disposición transitoria primera, 
se exigen 35 años y 6 meses de cotización efectiva 
como policía local si el hecho causante de la pensión 
de jubilación se produce en 2019; 36 años de cotización 
efectiva como policía local si el hecho causante se pro-
duce en 2020, 2021 o 2022; 36 años y seis meses de 
cotización efectiva como policía local si el hecho cau-
sante se produce en 2023, 2024, 2025 o 2026 y 37 
años de cotización efectiva como policía local si el he-
cho causante es en 2027 o en años posteriores.

31 El periodo de tiempo en que resulte reducida la edad de 
jubilación del trabajador, de acuerdo con lo establecido 
en los artículos anteriores, se computará como cotizado 
al exclusivo efecto de determinar el porcentaje aplica-
ble a la correspondiente base reguladora para calcu-
lar el importe de la pensión de jubilación (art. 4 del RD 
1449/2018). 

32 Según la guía de ANEXPAL, que estamos siguiendo 
en este punto, la edad de jubilación dependerá de 
tres factores: «a) De la edad en que esté establecida 

la edad ordinaria de jubilación en el momento de so-

licitarla, ya que los coeficientes de reducción se apli-

can sobre aquella. Así, si la jubilación ordinaria se de-

biera producir en el año 2019, la reducción se calcula 

sobre la edad de 66 años y 8 meses en que se ac-

cedería a la jubilación ordinaria en ese año, salvo 

que se hubiera cotizado 36 años y 9 meses o más. B) 

Del tiempo cotizado en cualquier régimen de la Se-

guridad Social, ya que en ciertos casos en función 

del tiempo cotizado es posible que la edad de jubi-

lación sobre la que se aplica el coeficiente reductor 

de la edad de jubilación de los y las policías locales 

sea algo menor que la ordinaria precisamente por el 

tiempo cotizado. Así, y siguiendo el mismo ejemplo, 

en 2020 la edad de jubilación será la de 65 años 

siempre que se hubiera cotizado 36 años y 9 meses 

o más. C) Del tiempo en que se hayan desempeñado 

de forma efectiva funciones propias de la policía lo-

cal, ya que el coeficiente de reducción se aplica pre-

cisamente sobre el total del tiempo prestado como 

policía local. Así, y a título de ejemplo, un/a policía lo-

cal que haya prestado servicio en tal condición (con 

independencia del municipio en que lo haya hecho) 

durante 15 años vería reducida su edad de jubilación 

en 3 años sobre la que le hubiera correspondido de 

no aplicarse el coeficiente, mientras que en el caso 

de un/a policía local con 20 años de servicio, la re-

ducción sería de 4 años».

33 Se prevé una reducción progresiva de la edad ordina-
ria de jubilación (escala progresiva de 65 a 67 años) 
en un periodo equivalente al que resulte de aplicar a 
los años completos efectivamente trabajados como 
policía local el coeficiente reductor del 0,20 con el lí-
mite de reducción de la edad de jubilación en 5 o 6 
años. Tal como resalta el Dictamen del Consejo de 
Estado de 29 de noviembre de 2018, este cómputo 
no es idéntico al previsto para los miembros del 
cuerpo de la Ertzaintza y bomberos, ya que para es-
tos colectivos se aplica el mencionado coeficiente del 
0,20, pero es posible acceder a la jubilación a los 59 
años a partir de los 35 años de cotización. Ello se ex-
plica por la modificación de la edad de jubilación ope-
rada por la Ley 27/20 11, de 1 de agosto, sobre actua-
lización, adecuación y modernización del sistema de 
Seguridad Social.

34 Por ejemplo, el art. 25 de la Ley 8/2002, de 23 de mayo, 
de Coordinación de Policías Locales de Castilla-La Man-
cha, disponen automáticamente el pase a la situación de 
segunda actividad por edad al cumplirse las siguientes 
edades: a) Escala Técnica: 63 años; b) Escala Ejecutiva: 
58 años; c) Escala Básica: 56 años. Como excepción, no 
obstante, el Ayuntamiento, motivadamente, puede limi-
tar por cada año natural y categoría el número de fun-
cionarios que puedan acceder a la situación de segunda 
actividad por razón de edad, prorrogando la permanen-
cia en el servicio activo ordinario de quienes excedan 
del cupo anual establecido, que eventualmente podrán 
ir accediendo a la situación de segunda actividad por 
el orden en que hayan alcanzado la edad correspon-
diente. También puede aplazar el pase a la situación de 
segunda actividad, por sucesivos períodos de un año, 
cuando exista solicitud expresa del interesado y siempre 
que medie informe favorable del Tribunal Médico. La pe-
tición de aplazamiento deberá realizarse con una antela-
ción mínima de dos meses.
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35. Así, por ejemplo, el art. 24 de la Ley 8/2002, de 23 de 
mayo, de Coordinación de Policías Locales de Casti-
lla-La Mancha, dispone que la segunda actividad se 
desarrollará en otro puesto de trabajo que el Ayunta-
miento respectivo determine para este fin en la plan-
tilla del mismo Cuerpo, y, si ello no fuera posible, en 
otras plazas relacionadas con el área de seguridad 
y, en su defecto, en otras plazas del propio Ayunta-
miento. Asimismo, la Junta de Comunidades de Cas-
tilla-La Mancha podrá determinar en su Relación de 
Puestos de Trabajo aquellos susceptibles de ser ocu-

pados por funcionarios de Policía Local en situación 
de segunda actividad.

36 Así, por ejemplo, el art. 89 de la Ley 17/2017, de 13 de di-
ciembre, de coordinación de policías locales de la Co-
munitat Valenciana.

37 En la Proposición de ley catalana que pretende regu-
lar la segunda actividad de los bomberos y la policía se 
prevé incluso la inclusión de un cuarto supuesto habili-
tante que se produciría por la discapacidad de un fami-
liar que el policía tenga a su cargo.
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